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TEMA EN DERECHO PENAL 

     “DELITO CONTRA EL PATRIMONIO – ROBO AGRAVADO”  

 

  

DATOS DEL EXPEDIENTE 

  

EXPEDIENTE N° : 09123-2013-0-0901-JR-PE-00 

IMPUTADO  : DANCOURT ESCOBAR RONAL FERNANDO 

AGRAVIADO : CASTRO CRUZ DANIEL ADOLFO y MORE VIERA 

HERNAN ADALBERTO 

JUZGADO  : JUZGADO PENAL ESPECIALIZADO 

                                            Sede LIMA NORTE 

VIA PROCEDIMENTAL  : PROCESO COMÚN 

 

 

 

 

III. FUNDAMENTACIÓN 

      El presente trabajo, trata acerca del análisis del expediente judicial para la 

sustentación del grado académico para optar el título profesional de 

Abogado, cuál expediente versa sobre MATERIA PENAL con el registro 

de EXPEDIENTE N°. 09123-2013-0-0901-JR-PE-00, donde se investiga y 

resuelve sobre el “DELITO CONTRA EL PATRIMONIO – ROBO AGRAVADO”. 
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      El derecho penal como se sabe es la última ratio, se aplica cuando se han 

agotado toda las vías administrativas y civiles para su resolución, muy fuera 

de que busca el control social también protege bienes jurídicos muy 

importantes para la sociedad, por un lado, regula el comportamiento humano 

y por otro el estado dicta y aplica las normas cuando se ha comprobado su 

ilicitud. 

      Así de esta manera, todos tienen derecho a acudir a un órgano jurisdiccional 

cuando sientan que se les ha vulnerado un bien jurídico protegido y el 

acusado tiene derecho a tener un juicio previo, oral, público y contradictorio, 

previsto en la Constitución. 

      En este caso, se ha vulnerado el bien jurídico protegido que es el 

PATRIMONIO, el cual, amerita seguir un proceso para los esclarecimientos 

de los hechos mediante una investigación profesional jurisdiccional y debe 

de ser desarrollado bajo el principio de legalidad, principio de lesividad y el 

principio del debido proceso. Y para hacer frente a la acusación delictivo a 

que se le imputa, el procesado puede ejercer su derecho a la defensa privada 

o de oficio (designado por el Estado) en caso no tuviera medios suficientes 

para contar con un abogado defensor privado el imputado, el cual tiene el 

deber de defender los derechos del imputado. 

      Por otro lado, también se analiza en el presente resumen si la defensa 

técnica del imputado a ejercido una defensa eficaz durante el proceso; y si 

existió una posibilidad de que el procesado DANCOURT ESCOBAR RONAL 

FERNANDO, pueda quedar absuelto si hubiera presentado sus elementos 

de convicción que requiere la investigación para el esclarecimiento de los 

hechos dentro del plazo, y jueces competente3s resolver de manera certera 

el presente proceso de análisis; tal vez, hubiera comprobado su inocencia y 

así poder sido absuelto de la imputación de la comisión del hecho punible. 

      Así mismo, se analiza todo los actuados, en todas las etapas del presente 

proceso, como también, la teoría del delito, los hechos narrados por los 

agraviados, el descargo del procesado y los medios de impugnación 

solicitados de su parte como su derecho; así como también, las actuaciones 

y resoluciones del a quo y ad quem frente a la acusación fiscal y la defensa 

técnica del procesado y los elementos de convicción presentado por ambas 
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partes ante el despacho del Juzgado Penal competente, y mediante los 

hechos de fondo y forma se analizan; en el primero, la identificación los 

hechos relevantes de fondo, el problema por el motivo del análisis del 

presente proceso, los elementos jurídicos necesarios para el estudio del 

caso, la discusión del caso y su respectiva conclusión respecto a los hechos 

de fondo; en el segundo caso se ha identificado los hechos relevantes de 

proceso, así mismo el problema en el caso de las garantías procesales, los 

elementos jurídicos necesarios para el estudio del caso, la discusión del caso 

y con su respectiva conclusión y recomendaciones del proceso analizado. 

Finalmente, el presente trabajo de investigación se realiza el Plan de 

actividades, cronograma para la validación de la investigación y su 

respectivo anexo del expediente de análisis. 

 

IV. OBJETIVOS 

El presente trabajo de suficiencia profesional para optar el título de abogado, 

tiene como objetivo general analizar y determinar los hechos que fueron 

materia de un proceso penal y si el Ad quem no vulneraron el debido proceso, 

asimismo el objetivo específico de determinar si se llegó a recabar los 

suficientes elementos de convicción, como también determinar si se realizó 

una adecuada defensa por parte de abogado de oficio. 

 

 

 

 

 

 

V. INDICADORES DE LOGRO DE LOS OBJETIVOS 

 

Principio del 

Debido proceso 

Principio de 

Legalidad 

Principio a la motivaciòn 

de las resoluciones 

judiciales 

Intenciones Concreciones Evidencias 
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El detenido brindo 

su manifestación 

con la presencia de 

su abogado 

defensor. 

 

ARTÍCULO 72°. 

- OBJETO DE LA 

INSTRUCCIÓN. 

DEL CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTOS 

PENALES 

La motivación escrita de 

las resoluciones judiciales 

se cumplió por cuanto las 

decisiones dictaminadas 

por los órganos 

jurisdiccionales cumplieron 

con la forma que la 

Constitución manda. Con 

la manifestación del 

detenido. 

 

 

 

 

Derecho a la 

prueba. 

 

ARTÍCULO 139°. 

-  PRINCIPIOS Y 

DERECHOS DE LA 

FUNCION 

JURISDICCIONAL. 

DE la 

CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DEL 

PERÚ. 

3. La observancia 

del debido proceso 

y la tutela 

jurisdiccional. 

6. La pluralidad de 

instancia. 

14. El principio de 

no ser privado del 

derecho de defensa 

en ningún estado 

del proceso. 

 

FORMALIZACION DE LA 

DENUNCIA. 

AUTO APERTORIO DE 

INSTRUCCIÓN. 

ACUSACIÓN 

SUSTANCIAL DEL 

FISCAL SUPERIOR. 
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Derecho a la    

defensa. 

 

ARTÍCULO 294°. 

-  INTERPOSICIÓN. 

DEL CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTOS 

PENALES. 

SENTENCIA DE LA SALA 

PENAL PARA 

PROCESADOS EN 

CÁRCEL. DE LA CORTE 

SUPERIOR DE JUSTICIA 

LIMA NORTE. 

 

 

Derecho a 

impugnar el fallo.     

 

ARTÍCULO 296°. – 

TRÁMITES DEL 

RECURSO DE 

NULIDAD. DEL 

CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTOS 

PENALES. 

 

 

 

INTERPOSICIÓN DEL 

RECURSO DE NULIDAD 

Se cumplió con el 

derecho del 

imputado de 

recurrir a la 

pluralidad de 

instancias a fin de 

buscar sentencia 

que analice los 

hechos en cuanto 

al derecho 

amparándose en la 

instancia superior. 

ARTÍCULO 289°. 

-  RECURSO DE 

NULIDAD. DEL 

CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTOS 

PENALES. 

 

SENTENCIA DE LA 

CORTE SUPREMA. 

Las resoluciones 

juridiciales dadas en el 

presente caso no valoran 

el espíritu de la Presunción 

de Inocencia y la libertad 

personal 
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VI. DESCRIPCIÓN DEL CONTENIDO 
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En consecuencia, al realizar el análisis de la sentencia de primera instancia 

donde se condenó al imputado Ronald Fernando Dancourt Escobar, cómo autor 

del delito contra el patrimonio receptación agravada en agravio de Alberto More 

Viera, Daniel Adolfo Castro Cruz, empresa de transportes Malovar S.A. y la 

empresa importaciones OFF ROAD DISTRIBUTION S.R.L. donde le impusieron 

6 años de pena privativa de libertad efectiva y le fijaron la suma de mil nuevos 

soles el monto de reparación civil que deberá pagar a los sentenciados a favor 

de los agraviados en forma proporcional en ejecución de Sentencia mandaron 

consentida y ejecutoriada que la presente sentencia. 

Se le consultó al sentenciado si se encontraba conforme con la sentencia, 

respondió que se mantiene en reserva; así mismo, el ministerio publico indico 

que se mantiene en reserva. puesto que en la acusación fiscal se le configuro 

con el delito de robo agravado y en la sentencia el colegiado hace una 

recalificación jurídica configurándola a Receptación Agravada, al cual no estoy 

en contra de la recalificación, ya que, bajo la consideración de los elementos de 

convicción, las declaraciones y conforme al hecho delictivo, esta se remitía al 

delito de receptación agravada, que más adelante detallare de manera profunda 

y entendible. 

Finalmente, con referencia a la reserva de la sentencia de primera instancia, el 

imputado presento un recurso de nulidad expresando su desconformidad con 

dicha sentencia; para el cual, la Corte Suprema de Justicia decidió no haber 

nulidad en la sentencia del veinticinco de noviembre de dos mil quince, que 

condeno a Ronald Fernando Dancourt Escobar, por el delito contra el patrimonio 

- receptación agravada, quedando conforme con dicha decisión. Por otro lado, 

decidió haber nulidad respecto a la pena aplicada de seis años de pena privativa 

de libertad contra Ronald Fernando Dancourt Escobar, siendo esta reformada y 

fijada a cinco años con el descuento de carcelería porque fue privado de su 

libertad durante el proceso, personalmente quedo conforme con la decisión por 

parte de la Corte Suprema de Justicia. 
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 CAPITULO I: Derecho Penal “DELITO CONTRA EL PATRIMONIO – 
ROBO AGRAVADO”  

A. HECHOS DE FONDO    
 

1. IDENTIFICACIÓN DE LOS HECHOS RELEVANTES DE FONDO 

 

1.1. Ministerio Público  

“El Fiscal Investigación Preparatoria formula ACUSACIÓN 

SUSTANCIAL contra RONALD FERNANDO DANCOURT ESCOBAR 

por el delito contra el PATRIMONIO – ROBO AGRAVADO, en agravio 

de Hernan Adalberto More Viera, Daniel Adolfo Castro Cruz, Empresa 

de Transportes MALOVAR S.A. y la Empresa Importaciones OFF ROAD 

DISTRIBUTION S.R.L., solicitando se le imponga DOCE AÑOS de Pena 

Privativa Libertad, y se le obligue al pago de S/. 1,000.00 nuevos soles 

por concepto de reparación civil a favor de cada uno de los agraviados 

Hernan Adalberto More Viera y Daniel Adolfo Castro Cruz, la suma de 

3,000.00 nuevos soles a favor de la Empresa de Transportes MALOVAR 

S.A. y de 2,000.00 a favor de la Empresa de Importaciones OFF ROAD 

DISTRIBUTION S.R.L. 

Se le imputa al procesado conjuntamente con otros procesados no 

identificados, de haber sustraídos el vehículo tracto-camión marca 

internacional, color azul, año 2008, de placa de rodaje D2E – 745 y su 

semirremolque de placa de rodaje W1Y – 976 con un contenedor color 

rojo número CAIU 8523015 con mercaderes consistentes en zapatos, 

zapatillas y otros por un valor de $ 275,455.00 dólares americanos, dicho 

vehículo era tripulado por el afectado Hernan Adalberto More Viera como 

piloto y Daniel Castro Cruz como copiloto, el mismo que fue interceptado 

por un automóvil blanco cuando se desplazaba por la Av. Universitaria y 

Jr. Lima en San Martin de Porres, Descienden dos sujetos desconocidos 

con armas de fuego amenazando y golpeando a los agraviados, 

Abordando el tracto-camión, y continuaron con el desplazamiento de 

este hasta el cruce de la avenida Universitaria y José Granda, en el que 

obligaron a bajar al agraviado Daniel Adolfo Castro Cruz e introducirlo a 
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un automóvil Sedán color plomo, trasladándose a diversos puntos de la 

ciudad, para finalmente dejarlo abandonado por la avenida sucre en el 

distrito de Magdalena, De igual modo al llegar al cruce de la avenida 

Tomás Valle con Universitaria lo bajaron del camión al afectado More 

Viera y lo introdujeron a un vehículo color blanco, transportando lo por 

diferentes lugares, para después de una hora y media ser liberado en las 

inmediaciones del cruce de la avenida Universitaria  con la avenida Lima 

en el distrito de San Miguel; simultáneamente, el procesado Ronald 

Dancourt, aborda el camión  y conduce desde las inmediaciones de la 

avenida Universitaria y Tomás Valle hasta la altura del puente Caquetá 

por la vía evitamiento, Dónde es intervenido por personal policial.  Hecho 

ocurrido el 27 de noviembre de 2013 Aproximadamente a las 11:00 y 

12:10 horas. 

1.1.1.Declaración del Procesado 

a) Declaración instructiva ante el juzgado 

El procesado RONALD FERNANDO DANCOURT ESCOBAR, 

manifiesta qué es Inocente de los cargos que se le imputan y que 

el día de los hechos él fue sorprendido por el señor Luis Flores, 

quién se  acercó al grupo de choferes qué estaban reunidos en el 

Grifo aguki entre faucett por la avenida canta Callao antes de llegar 

al óvalo 200 millas, él se acerca y estaba buscando un chofer para 

Santa Anita; y como él estaba en ese grupo se le ofreció para ir, 

Luchito flores lo indicó que había un carrito libre y que el chofer se 

había enfermado, no le indicó cuál era la mercadería a transportar, 

el acepto y subió a su vehículo y fueron hasta la Av. Tomás Valle y 

le entregó el guía del camión, así el solo tenía que ir a Santa Anita 

saliendo del peaje a la izquierda y ahí lo pagarían sus honorarios. 

El procesado declara que no sabía qué mercadería iba a descargar 

en Santa Anita, y que cuando estaba camino hacia Santa Anita la 

policía lo intervino a la altura del puente Caquetá, se estaciono y 

entregó todos los documentos; asimismo, indica qué no sabe quién 
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es el propietario del camión que solo se dio cuenta en la puerta 

donde decía empresa Malovar, y que luego de los hechos no volvió 

a ver al señor Luchito Flores. 

Por otro lado, Ronald Fernando Dancourt Escobar, manifiesta qué 

antes de ser intervenido, él se dedicaba a ser chofer eventual y que 

tenía 40 años como chofer y que contaba con un brevete A3 

profesional especializado.  

b) Declaración instructiva ante la fiscalía 

El procesado indica ante la fiscalía que solo conoce de vista al 

señor lucho Flores y es Hace 2 años, Indicó que el señor Lucho 

flores es contratista y en la primera vez qué hacía este tipo de 

trabajo, también indica que no tenía conocimiento hasta el 

momento de la intervención policial, dónde toma conocimiento que 

la mercadería es robada. 

 Asimismo, indica qué no conocía el destino de la mercadería, solo 

tenía conocimiento de que tenía que transportar hasta Santa Anita, 

hasta después del peaje donde finalmente le iban a dirigir el sitio 

para descargar y para que llegara más rápido, indicó también que 

cuenta con licencia de conducir, y que también hay personas que 

lo conocen y pueden decir que trabaja como chofer desde hace 40 

años y es lo que acredita su actividad laboral. 

Finalmente, el procesado indica que no tenía conocimiento del 

hecho delictivo, que él no portaba arma de fuego, ni drogas y 

tampoco dinero.  Era la primera vez que trabajaba con el señor 

Lucho flores, qué los documentos del transporte y la mercadería 

estaban conformes y él se segura de la guía ya que trabaja en esta 

actividad hace 2 años, ratificando de esta manera que es inocente 

y pide su libertad, ya que si hubiera tenido alguna responsabilidad 

indica que él hubiera ido por la otra puerta, y se daba la fuga donde, 

es ahí toma conocimiento que el policía le dice que el carro era 
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robado, el indica que le habían involucrado por gusto en este ilícito 

penal.  

1.1.2.Declaración Del Agraviado 

          a) Manifestación 

El agraviado Hernán Adalberto More Viera, quien indica que 

el 27 de noviembre de 2013 siendo las 09:13 horas 

aproximadamente llego a los exteriores del almacén 

Tramarsa, conduciendo el remolque color azul de  placa D2E-

74S, llamando al despachador Israel Carrasco Aleman, por 

Nextel para que le entregue la autorización del retiro del 

contenedor, este le entrega en forma y por la puerta principal 

registro su ingreso y se dirige a la zona de carga, la 

autorización al encargado del almacén para retirar el 

contenedor, a quien lo conocen como el "Chequea del patio" 

esperando un promedio de dos horas aproximadamente para 

que el operador de la máquina portacontenedor le entregue el 

contenedor en la plataforma del semi remolque, luego ya con 

la carga proceden a verificar el precinto de seguridad del 

contenedor para la autorización del pesaje y salida del 

vehículo, procediendo a llamar al despachador de la agencia 

de aduanas "Capricornio" para dar a conocer que ya estaba 

saliendo, a la vez llamó a la persona encargada de la entrega 

de la carga al cliente Daniel Alfonso Castro, quien se 

encontraba en los exteriores de la empresa Tramarsa. Quien 

subió al vehículo para conjuntamente dirigirlos a dejar el 

contenedor en el almacén OFF ROAD DISTRIBUTIONS 

ubicado en la Callé San Luis en el distrito de Chorrillos, él  

cómo conductor hace su propia ruta saliendo de la Av. 

Morales Duarez, Av. Faucett, pasando por la Av. Quilca, Av. 

Perú y antes de la Av. Perú con Universitaria, tres cuadras 

antes dobla hacía su lado izquierdo, para luego agarrar la Av. 

Lima, y cuando llegaba a las intersecciones de la Av. Lima 

con Universitaria un automóvil de color blanco de marca 



16 

 
 

Chevrolet ve que le impide el paso, se para a su delante, él 

toca el claxon y no hizo caso y se paró, al ver la luz ámbar 

cruza la Av. Universitaria y él con el semi remolque se quedó 

porque vio la luz roja del semáforo, en ese momento suben a 

los escalones de las dos puertas, dos personas, siendo que 

el que subió por el lado en forma sorpresiva lo golpeó en la 

cabeza lado izquierdo de la frente con una pistola, bajándose 

por el lado de su acompañante y subió otro sujeto portando 

una pistola, pasando al medio a su compañero y le puso una 

gorra de color negro tapándole los ojos, le indico que siga 

manejando y que doble a la Izquierda por la Av. Universitaria 

con dirección al Norte llegando a la Av. José Granda, le indica 

que me estacione y a su compañero lo hace bajar, 

observando por el retrovisor que Ío sube a un auto color negro 

que estaba en la parte posterior y a su lado sube el mismo 

sujeto acompañado de otra persona, empezó a conducir el 

vehículo y el otro sujeto que subió en José Granda empezó a 

manipular la parte del tablero donde está ubicado el sistema 

del GPS, le dicen que avance de forma normal hasta el cruce 

de las Avenidas Tomas Valle con Universitaria y que gire 

hacía la derecha con dirección a la Panamericana Norte y a 

dos cuadras le dicen que me estacione y se bajan por el lado 

derecho, para subirlo a un auto color blanco que estaba 

estacionado en la parte delantera del remolque, en el interior 

del auto le dijeron que cierre los ojos y por espacio de cinco 

minutos lo bajaron y lo subieron a otro auto, en todo momento 

estuvo con los ojos cerrados solo escuchaba que iba por 

Pueblo Libre, Av. Sucre y llamadas que decían que lo habían 

intervenido el tráiler y la semirremolque, le pidieron la tarjeta 

de propiedad y el SOAT, lo cual les dijo que todo estaba en el 

carro que se habían llevado y que estaba en el tapasol, 

también escucho en pleno recorrido del automóvil que hay 

que botarlo, todas estas conversaciones Ío hacían por 

teléfonos celulares Nextel y otros, sintiendo que se cuadraron 
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y ahí le bajaron en una esquina, indicándose que camine 

hacia la izquierda sin voltear, preguntando a una persona que 

pasaba y le indico que estaba en el distrito de San Miguel, 

caminando hasta la Av. Universitaria con la Av. Lima, donde 

a uno trabajadores de Sedapal le solicita su teléfono Nextel y 

trate de avisar de lo sucedido. 

El agraviado Manifestación de Daniel Adolfo Castro Cruz, 

quien refiere que el día 27 de noviembre de 2013, salió del 

almacén Transmarsa ubicado en la Av, Néstor Gambeta-

Callao, a horas 11:00 aproximadamente, encontrándose 

como copiloto y como chofer se encontraba el señor Hernán 

More Viera, abordo del semitrailer de placa D2E-745 color 

azul, con semiremolque de placa de rodaje W1Y976 color azul 

cargado con un contenedor de color rojo conteniendo 

mercadería consistente en zapatos, zapatillas y otros, 

asimismo tenía como destino a un almacén de OFF ROAD 

ubicado en Chorrillos, y a la altura de la Av. Lima con la Av. 

Universitaria en San Martín de Porres, al parar por la luz roja, 

un sujeto de tez clara, cabello negros corto subió por la 

ventana de la puerta del copiloto y lo amenaza con una 

pistola, le dice abra la puerta conchatumadre y le golpea con 

el arma a la altura de la cabeza, en ese momento ingresa y 

amenaza al chofer a que siga  manejando, y a la altura de la 

Av. Universitaria Ovalo José Granda, lo bajaron para  que me 

suban a otro vehículo, percatándome en ese momento que 

atrás del camión estaban estacionado como cinco vehículos 

tipo sedán y varias personas, uno de ellos le subió solo en 

compañía de otro delincuente a un auto sedan de color plomo, 

y luego de hora y media aproximadamente le bajaron en la 

Av. Sucre por Magdalena, en ese momento un vehículo de 

serenazgo le llevó a la DIVINCRI-San Miguel y Magdalena, 

donde tomaron sus datos y luego le llevaron a esta unidad 

policial. Previamente a que le soltaran hicieron un alto en un 

lugar que escuche decir que era Faucett con Argentina y le 
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entregaron el teléfono nextel de la Empresa que se le había 

quedado en el tráiler y le ordenaron que lo conteste si me 

llamaban y que no los delate a ellos porque si no le iban a 

matar, recibiendo tres llamadas de Arturo Dongo, Zoila Arana 

y Roberto Coloma, al final me quitaron el teléfono, sacaron el 

chip y al parecer lo botaron. 

b) Declaración a nivel de instrucción 

Declaración Preventiva del agraviado Hernán Adalberto 

More Viera, refiere ratificarse en su manifestación policial, 

señalando que los rostros de los sujetos estaban descubiertos 

y portaban armas de fuego, no sabe cuántas personas han 

participado, porque cuando a él le pasaban de carro en carro, 

había dos personas por carro, solo vio a las dos personas que 

le atacaron golpeándolo en la cabeza con la cacha de la 

pistola. Él iba con un acompañante de apellido Castro, era el 

encargado de contabilizar la carga en Chorrillos, en la Av. San 

Luis, anteriormente ya había ido en una carga anterior con 

este Joven, a él lo bajaron pasando la Av. José Granda a 

media cuadra y lo pasaron a otro carro y de allí no sabe que 

paso con él, lo volvió a ver en la policía. Permaneció privado 

de su libertad cerca de tres horas, cuando le bajaron del tráiler 

le pasearon en dos autos, lo bajaron de uno y luego lo pasaron 

a otro con la cabeza agachada y durmiendo, solo recuerdo 

que el primer auto que le cerró era de color blanco cuando 

recién le interceptaron en la avenida, en el primer carro y van 

dos personas y en el segundo también. Precisando que 

cuando le golpearon logro ver a uno de ellos que era de 

contextura gruesa, tenía barba, vestía una camisa de cuadros 

verdes.  

Declaración Preventiva del agraviado Daniel Adolfo Castro 

Cruz, refiere ese día se encontraba con el señor Hernan More 

Viera, que es el transportista de Malovar, se dirigieron a 

Chorrillos, al cliente OFF ROAD Distribution, estaban 

avanzando y se estacionaron porque estaba en luz roja, vio 
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que una persona se acerca por la ventana y le dice que abra 

la puerta mentándome la madre, ya que la puerta estaba con 

seguro y le dijo "te dije que abrieras" y le tira con el arma en 

la cabeza que le hizo un chichón, volteó al costado y el señor 

More estaba sangrando, ya que un sujeto por su lado le había 

roto la cabeza, el sujeto que estaba a su costado logró 

ingresar y se sentó a su costado apuntándole con la pistola y 

les dijo que avancen, que no hagan nada y le puso una gorra, 

le dijo que mire hacia abajo y que no lo vea sino le disparaba, 

el señor More limpiaba su sangre con una franela y los sujetos 

le gritaban que avance y que deje de limpiarse, de ahí le 

indicaron que voltee a la izquierda, escucho que se 

comunicaban vía nextel y le decía que estaba sangrando, 

avanzaron un trayecto de cinco a diez minutos, pararon el 

camión y le dijeron que bajara y no mirara a nadie porque sus 

compañeros le iban disparar, vio que alguien le lleva y detrás 

del camión habían como cinco a carros estacionados, 

subiendo a un vehículo de color gris, sentándole atrás del 

chofer y había un sujeto que estaba apuntándole con un arma 

diciendo que mire hacía bajo y le haga como durmiendo, que 

cierre los ojos y no los vea, así le tuvieron paseando, él se 

encontraba asustado, el sujeto le ofreció agua de azar, 

después le compraron agua para tomar y le decían que no me 

iban hacer nada si el cooperaba, ya que lo único que querían 

era la mercancía, escucho que decían que estaba sonando su 

celular y al percatarse que estaba por Faucett con Argentina, 

en donde le dieron el Nextel para contestar, y le llama Jose 

Antonio, el señor de sistema de la empresa Capricornio, que 

todo estaba bien, él contesto que sí ya que le habían advertido 

que diga que todo estaba bien; recuerda que pasearon por la 

zona de Comas, Jesús María y la Panamericana Norte, 

incluso se metieron en contra porque había operativo, 

después escuchó que decían chaparon al viejo al abuelo; ese 

viejo conoce mi jato, ojala que no sople, voy a tener que sacar 
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mis armas, que hacemos con el pescado que le malograron 

su navidad y año nuevo, él pensó que me iban a matar, le 

dijeron que baje y caminara de frente que no volteara, 

pensando que le iban a disparar por la espalda, volteo y vio 

que el carro estaba dando la vuelta y vio a uno de ellos, llegó 

a la esquina y corrió preguntándole a una persona donde 

estaba y le confirmó que estaba en Magdalena con límites de 

San Miguel, viendo a un serenazgo quienes le llevaron a la 

DIRINCRI. 

1.1.3.Concordancia y contradicciones entre hechos afirmados 

por las partes 

1.1.3.1. Concordancia            

•  “El procesado y los agraviados concuerdan que el 

vehículo se encontraba estacionado; coincidiendo 

con lo señalado por el agraviado More Viera, quien 

indica que lo último que hizo antes de que lo 

traspasen a otro vehículo fue estacionar el tráiler. 

• “El procesado y el agraviado concuerdan en su 

declaración, que el vehículo se encontraba 

estacionado en la avenida Tomas Valle donde 

toma el control del vehículo. 

1.1.3.2. Contradicciones 

• El Ministerio público precisa que el procesado es 

agente activo de las acciones criminosas, delito 

contra el patrimonio - robo agravado; mientras que 

el procesado indica en su declaración que él no 

participó en el robo del vehículo y que es inocente 

de los hechos que se le investigan. 

• Conforme a la declaración instructiva, del señor 

Hernán Adalberto more viera, quién refiere sobre la 

vinculación con el señor Ronald Fernando 

Dancourt Escobar; es ahí que el agraviado refiere 
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que no lo conoce y no tiene ninguna vinculación. 

Es así que, en la acusación fiscal, El representante 

del ministerio público fórmula acusación sustancial 

en contra de Ronald Fernando Dancourt Escobar, 

Por el delito por el delito contra el patrimonio - robo 

agravado, en agravio de Hernan Adalberto More 

Viera, Daniel Adolfo Castro Cruz, empresa de 

transportes MALOVAR S.A. y la empresa de 

importaciones OFF ROAD DISTRIBUTION S.R.L.  

1.2. Órganos Jurisdiccionales 

1.2.1.Sentencia del Juez Penal Unipersonal o Colegiado  

 Huacho, Veinticinco de noviembre de dos mil quince 

FALLA: 

1) DECLARAR RESPONSABLE PENAL al ciudadano 

RONALD FERNANDO DANCOURT ESCOBAR cuyas 

generales de ley obran en autos como autor del delito contra el 

Patrimonio-Receptación Agravada, en agravio de Hernán 

Adalberto More Viera, Daniel Adolfo Castro Cruz, Empresa   de 

transportes Malovar S.A y la Empresa Importaciones OFF ROAD 

DISTRIBUTION S.R.L. Y como tal, le impusieron SEIS AÑOS 

DE PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD EFECTIVA la misma 

que se computa desde el momento de su detención esto es 27 

de noviembre de 2013 (véase a folios 59) y vencerá el 26 de 

noviembre del 2019. 

2)  IMPUSIERON:  El pago de sesenta días multa   a razón del 

veinticinco por Ciento de una remuneración mínima vital a favor 

del tesoro público; 

3) FIJARON:  En la suma de MIL NUEVOS SOLES el monto de 

reparación civil que deberá pagar el sentenciado, a favor de los 

agraviados en forma proporcional en ejecución de Sentencia.  

 



22 

 
 

1.2.1.1. Hechos tomados en cuenta por el Juez Penal. 

• “El agraviado More Viera ha señalado que los sujetos 

que lo golpearon y que lo abordaron al vehículo tienen 

las características físicas de una persona de 35 años 

y el otro de 40 años; sin embargo, el acusado 

Dancourt Escobar supera los 60 años y sus 

características físicas son de una persona de tercera 

edad, no representando alguna de las características 

físicas que describen los agraviados a nivel 

preliminar. Se advierte que el juez que le calificó el 

hecho delictivo de robo agravado por receptación 

agravada, porque consideró que no hubo suficientes 

elementos indiciarios con las declaraciones de las 

testimoniales.  

 

• “El acusado Ronald Fernando Dancourt Escobar, 

señala que fue contratado como chofer por la persona 

conocida de Luchito Flores, también refirió que 

cuando abordo el vehículo en calidad de chofer el bien 

vehicular se encontraba estacionado lo que coincide 

plenamente con lo señalado por el agraviado More 

Viera, quién precisó que lo último que hizo fue 

estacionar el tráiler.” 

 

• “El acusado Ronald Fernando Dancourt Escobar, 

indica que, si él hubiese tenido conocimiento que el 

vehículo era robado, se hubiese dado la fuga ante la 

intervención policial y no hubiera dado sus 

documentos personales; por tal razón, la fiscalía no 

ha acreditado con elementos probatorios en forma 

objetiva que Dancourt Escobar, sea autor o cómplice 

del delito de robo agravado a partir y corroborando 

con la información de los agraviados y además de la 
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propia versión del acusado. Para el colegiado la 

conducta se adecua al delito de receptación.” 

1.2.1.2. Hechos no tomados en cuenta por la Juez Penal 

• El Colegiado penal de la Corte Superior no tomó en 

cuenta La pena, ya que no se presentan 

circunstancias agravantes ni cualificadas, Sobre la 

base de la pena mínima, corresponde considerar la 

edad De la víctima, y el daño causado; puesto que, se 

logró recuperar la totalidad de los bienes sustraídos. 

Así de esta manera, se considera rebajar 

prudencialmente la sanción penal. 

 

1.2.2. Sentencia de la Sala Penal de la Corte Suprema 

               Lima, dieciocho de mayo del dos mil diecisiete 

Por estos fundamentos, declararon: NO HABER NULIDAD en la 

sentencia del veinticinco de noviembre de dos mil quince, que 

condenó a RONALD FERNANDO DANCOURT ESCOBAR como 

autor del delito contra el patrimonio-receptación agravada·, en 

perjuicio de Hernan Adalberto More Viera, Daniel Adolfo Castro 

Cruz, empresa de transportes Malovar S.A. y la empresa 

Importaciones Off Road Distribution S. R. L. HABER NULIDAD en 

la acotada sentencia en el extremo que impuso a RONALD 

FERNANDO DANCOURT ESCOBAR, seis años de pena privativa 

de libertad; reformándola, la fijaron en cinco años (la cual deberá ser 

computada desde el momento de su detención, con el descuento de 

carcelería correspondiente, puesto que estuvo privado de su libertad 

durante el proceso). NO HABER NULIDAD en la referida sentencia 

en cuanto impuso sesenta días multa y fijó en mil soles el monto que 

por concepto de reparación civil deberá abonar, de forma 

proporcional, a favor de los agraviados. 
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1.2.2.1. Hechos tomados en cuenta por la Sala Penal de la 
Corte Suprema 

La sala penal de la Corte Suprema tomó en cuenta 

los siguientes hechos:  

•  Conforme con la acusación fiscal, el procesado 

Ronald Fernando Dancourt Escobar abordó el tracto 

camión y lo condujo desde las inmediaciones de la 

avenida Universitaria y Tomás Valle hasta la altura del 

puente Caquetá, por la vía de evitamiento, dónde fue 

intervenido por personal policial. 

•  Es un hecho no controvertido que Hernán Adalberto 

Mora Viera y Daniel Adolfo Castro Cruz, fueron 

interceptados por la avenida Universitaria y el jirón 

Lima cuándo conducían el camión de placa de rodaje 

de D2E-745, por dos sujetos provistos de armas de 

fuego, quienes los golpearon e hicieron que manejen 

hasta la avenida Universitaria y Tomás Valle, luego 

los trasladaron a otros automóviles. 

•  El encausado presentó versiones contradictorias. A 

nivel preliminar, aseveró que Luchito Flores lo iba a 

esperar en el peaje de Santa Anita, mientras que, a 

nivel de instrucción, indicó que los seguía con su 

automóvil, pero que desapareció cuando lo 

intervinieron.  

•  La teoría defensiva no está revestida de sustento 

probatorio y se basa en una versión inverosímil. 

•  Se toma en consideración la edad del imputado y el 

daño causado (Se logró recuperar la totalidad de los 

bienes sustraídos). Así, de esta manera, rebajar 

prudencialmente la sanción penal (Así ponderar el 

quantum de la pena bajo el principio de 

proporcionalidad y por supuesto, sus condiciones 

personales).  
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1.2.2.2. Hechos no tomados en cuenta por la Sala Penal de la 
Corte Suprema 

Todos los hechos fueron tomados en cuenta, no hubo 

hechos de que la corte suprema no haya tomado en 

cuenta. 

2. PROBLEMAS  

2.1. Problema Principal o Eje 

¿El procesado RONAL FERNANDO DANCOURT cometió el Delito 

Contra el Patrimonio - ¿Robo Agravado, en agravio de Hernan 

Adalberto More Viera, Daniel Adolfo Castro Cruz, Empresa de 

Transporte MALOVAR S.A. y la Empresa de Importaciones OFF 

ROAD DISTRIBUTION S.R.L.?  

2.2. Problemas Colaterales 

En este proceso de análisis no se presenta ningún problema 

colateral. 

2.3. Problemas Secundarios 

a. ¿Hubo conducta? 

b. ¿La conducta es típica? 

c. ¿La conducta es antijurídica? 

d. ¿La conducta es culpable? 

e. ¿El procesado es autor o partícipe? 

f. ¿El delito fue consumado? 

g. ¿Es correcta la pena aplicada? 

h. ¿Es adecuada la reparación civil? 

3. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL CASO 

3.1. Normas Legales     

3.1.1.Constitución Política Del Perú 

Artículo 1.- Defensa de la persona humana 

La defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad 

son el fin supremo de la sociedad y del Estado. 
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Artículo 2.- Derechos fundamentales de la persona 

20. A formular peticiones, individual o colectivamente, por 

escrito ante la autoridad competente, la que está obligada a 

dar al interesado una respuesta también por escrito dentro del 

plazo legal, bajo responsabilidad. 

 

24. A la libertad y a la seguridad personales. En 

consecuencia: 

e. Toda persona es considerada inocente mientras no se haya 

declarado judicialmente su responsabilidad. 

3.1.2. Código Penal 

 

Artículo 188.- Robo  

El que se apodera ilegítimamente de un bien mueble total o 

parcialmente ajeno, para aprovecharse de él, sustrayéndolo del 

lugar en que se encuentra, empleando violencia contra la 

persona o amenazándola con un peligro inminente para su vida 

o integridad física será reprimido con pena privativa de libertad 

no menor de tres ni mayor de ocho años. 

Artículo 189. Robo agravado  

La pena será no menor de doce ni mayor de veinte años si el 

robo es cometido: 

1. En inmueble habitado. 

2. Durante la noche o en lugar desolado. 

3. A mano armada. 
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4. Con el concurso de dos o más personas. 

5. En cualquier medio de locomoción de transporte público o 

privado de pasajeros o de carga, terminales terrestres, 

ferroviarios, lacustres y fluviales, puertos, aeropuertos, 

restaurantes y afines, establecimientos de hospedaje y lugares 

de alojamiento, áreas naturales protegidas, fuentes de agua 

minero-medicinales con fines turísticos, bienes inmuebles 

integrantes del patrimonio cultural de la Nación y museos. 

6. Fingiendo ser autoridad o servidor público o trabajador del 

sector privado o mostrando mandamiento falso de autoridad. 

7. En agravio de menores de edad, personas con discapacidad, 

mujeres en estado de gravidez o adulto mayor. 

8. Sobre vehículo automotor, sus autopartes o accesorios. 

La pena será no menor de veinte ni mayor de treinta años si el 

robo es cometido: 

1. Cuando se cause lesiones a la integridad física o mental de la 

víctima. 

2. Con abuso de la incapacidad física o mental de la víctima o 

mediante el empleo de drogas, insumos químicos o fármacos 

contra la víctima. 

3. Colocando a la víctima o a su familia en grave situación 

económica. 

4. Sobre bienes de valor científico o que integren el patrimonio 

cultural de la Nación. 
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La pena será de cadena perpetua cuando el agente actúe en 

calidad de integrante de una organización criminal, o si, como 

consecuencia del hecho, se produce la muerte de la víctima o se 

le causa lesiones graves a su integridad física o mental. 

Artículo 194. Receptación  

El que adquiere, recibe en donación o en prenda o guarda, 

esconde, vende o ayuda a negociar un bien de cuya procedencia 

delictuosa tenía conocimiento o debía presumir que provenía de 

un delito, será reprimido con pena privativa de libertad no menor 

de uno ni mayor de cuatro años y con treinta a noventa días-

multa. 

Artículo 195 – Formas agravadas  

La pena privativa de libertad será no menor de cuatro ni mayor 

de seis años y de sesenta a ciento cincuenta días-multa: 

1. Si se trata de vehículos automotores, sus autopartes o 

accesorios. 

2. Si se trata de equipos de informática, equipos de 

telecomunicación, sus componentes y periféricos. 

3. Si la conducta recae sobre bienes que forman parte de la 

infraestructura o instalaciones de transporte de uso público, de 

sus equipos o elementos de seguridad, o de prestación de 

servicios públicos de saneamiento, electricidad o 

telecomunicaciones. 

4. Si se trata de bienes de propiedad del Estado destinado al uso 

público, fines asistenciales o a programas de apoyo social. 

5. Si se realiza en el comercio de bienes muebles al público. 

6. Si se trata de gas, de hidrocarburos o de sus productos 

derivados. 

7. Si la conducta recae sobre bienes que forman parte de la 

infraestructura o instalaciones públicas o privadas para la 

exploración, explotación, procesamiento, refinación, 

almacenamiento, transporte, distribución, comercialización o 
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abastecimiento de gas, de hidrocarburos o de sus productos 

derivados, conforme a la legislación de la materia. 

La pena será privativa de libertad no menor de seis ni mayor de 

doce años si se trata de bienes provenientes de la comisión de 

los delitos de robo agravado, secuestro, extorsión, trata de 

personas y trabajo forzoso. 

Artículo 23.-Autoría, autoría mediata y coautoría (2022) 

El que realiza por sí o por medio de otro el hecho punible y los 

que lo cometan conjuntamente serán reprimidos con la pena 

establecida para esta infracción. 

Artículo 26.- Incomunicabilidad en las circunstancias de 

participación (2022) 

Las circunstancias y cualidades que afecten la responsabilidad 

de algunos de los autores y partícipes no modifican las de los 

otros autores o partícipes del mismo hecho punible 

3.1.3. Leyes 

a) Acuerdos Plenarios 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA IX 

PLENO JURISDICCIONAL DE LAS SALAS PENALES 

PERMANENTE Y TRANSITORIA  

 

ACUERDO PLENARIO No 5-2015/CIJ-116 

FUNDAMENTO: Artículo 116° TUO LOPJ.  

Asunto: El concepto de arma como componente de la 

circunstancia agravante "a mano armada" en el delito de 

robo.    

En  consecuencia,  el  legislador   nacional  ha  declarado   que  

en  algunos  casos  hay dificultad  para  diferenciar un  arma 

de  fuego  real  de  una  aparente  y debido  a ello ha 

establecido   la  obligación de  hacerlas   distinguibles  como  

requisito  para  su  comercio, porte  y uso,  lo que  abona  que,  

bajo el principio  de  la realidad,  es indiferente  para la víctima  

en  un  acto  de  robo,  que  el  elemento   con  el  que  la  



30 

 
 

amenazan   sea  un  arma funcional  o fuera  simulada, puesto 

que esencialmente el grado  de semejanza es tal que 

difícilmente un experto  podría  reconocer a priori si  se está 

empleando  una verdadera y apta o una falsa (tanto más si el 

atacante  obra por la espalda  o en la oscuridad)" 

Esa especial facilidad para la perpetración y aseguramiento 

de impunidad con que se broquela quien utiliza el arma aun 

cuando esta no sea apta para disparar por deterioro falsedad, 

sea simulada o de juguete; genera un ámbito de diferencia 

con el delito de robo simple, en el cual el sujeto pasivo puede 

ejercer efectivamente resistencia ante un riesgo que no tiene 

la misma magnitud de la amenaza, que cuando se porta un 

arma. 

Por tanto,  el  sentido  interpretativo  del  término  "a  mano  

armada"  como  agravante  del delito de robo del artículo  189 

.3 º del Código Penal, en relación  a las armas en general y 

las armas de fuego en particular,  abarca a las de fuego 

inoperativas,  aparentes,  las armas de utilería,  los juguetes 

con forma  de arma,  las réplicas  de arma o cualquier  

elemento que  por  su  similitud  con  un  arma  o  una  de  

fuego  verdadera  o  funcional,  al  no  ser sencillamente  

distinguible  de las auténticas, produzca  los mismos  efectos 

disuasivos de autodefensa activa en la víctima, ante la 

alevosía con que obra el agente delictivo. 

 

ACUERDO PLENARIO N° 3-2009/CJ-116 

FUNDAMENTO: Artículo 116° TUO LOPJ 

Asunto: Robo con muerte subsecuente y delito de 

asesinato. Las lesiones como agravantes en el delito de 

robo. 

Es necesario señalar que el artículo 441° CP contiene un 

requisito de validación respecto a la condición de faltas de las 

lesiones causadas, y que es distinto del registro meramente 

cuantitativo-hasta 10 días de asistencia o descanso-. 
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Efectivamente él está referido a que “…no concurran 

circunstancias o medios que den gravedad al hecho, en cuyo 

caso será considerado como delito”. Con relación a ello cabe 

aclarar, que en el delito de robo no es de recibo aceptar como 

supuesto de exclusión las “circunstancias que dan gravedad 

al hecho” respecto de la entidad de las lesiones ocasionadas 

a la víctima. Es obvio que una vis in corpore en un contexto de 

desapoderamiento patrimonial constituye una circunstancia 

que da gravedad al hecho, pero para definir su eficacia   

agravante en el   robo lo relevante será, siempre, con 

exclusión de las circunstancias de su empleo, el nivel de 

afectación a la integridad corporal de la víctima que ella 

produjo. 

Distinto es el caso de los medios utilizados. Éstos inciden en 

la propia entidad de la lesión que se ocasione a la víctima, y 

revelan un mayor contenido de injusto específico, que es del 

caso resaltar desde su calificación jurídico penal. No se trata 

de amedrentar a la víctima sino de atacarla y afectar su 

integridad más allá del desapoderamiento patrimonial 

perseguido. Es más, la propia ley da autonomía agravante, por 

ejemplo, al hecho de robar “a mano armada”. 

 

ACUERDO PLENARIO Nº 8-2007/CJ-116 

Concordancia Jurisprudencial Art.  116º TUO LOPJ  

ASUNTO:  Diferencias entre las agravantes que en el 

delito de robo aluden a la pluralidad de agentes y a la 

actuación delictiva como integrante de una organización 

criminal. 

En consecuencia, no son circunstancias compatibles.  En la 

organización criminal la pluralidad de agentes es un 

componente básico de su existencia, mas no de su actuación. 

Es decir, esta clase de agravante exige mínimamente  que el 

agente individual o colectivo del robo sea siempre parte de una 

estructura criminal y actúa en ejecución de los designios de 
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ésta. Siendo ello así, la circunstancia agravante del inciso 4) 

del primer párrafo del artículo   189º del Código Sustantivo   se 

aplicará, únicamente, cuando no exista esa conexión con los 

agentes en número mínimo de dos- con una organización 

criminal. 

 

b) Sentencias Vinculantes. 

 

 CORTE SUPREMA D JUSTICIA SEGUNDA SALA 

PENAL TRANSITORIA R.N. No 3932.2004 

                                  AMAZONAS  

                                  JURISPRUDENCIA VINCULANTE 

CRITERIOS PARA DIFERENCIAR EL ASESINATO POR 

CONEXIÓN CON OTRO DELITO DEL ROBO CON 

MUERTE SUBSECUENTE O CONCURRENTE. 

 

 

 PLENO JURISDICCIONAL DE LOS VOCALES 

DE LO PENAL DE LA CORTE SUPREMA DE 

JUSTICIA DE LA REPÚBLICA 

  SENTENCIA PLENARIA   Nº 1-2005/DJ-301-A. 

DISCREPANCIA JURISPRUDENCIAL 

ART. 301°-A CPP 

ASUNTO:  MOMENTO   DE LA 

CONSUMACIÓN EN EL DELITO DE 

ROBO AGRAVADO. 

3.2. Doctrina 

a. Acción o conducta 

El concepto natural de acción es creación de Von Liszt y Beling, 

considerados los fundadores del sistema clásico del delito, y definen 

por primera vez el concepto de acción como la producción 

reconducible a una voluntad humana, de una modificación en el 

mundo exterior. 
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La conducta humana (acción u omisión) es la base sobre la cual 

descansa toda la estructura del delito. Si no hay acción humana, si 

no hay conducta, no hay delito. Sin embargo, el concepto de acción 

engloba igualmente el de omisión, en la cual existe una conducta en 

la que conscientemente se evita una acción concreta. Constituye el 

soporte conceptual de la teoría del delito y el eje de la consideración 

axiológica y natural del hecho punible. (Frank & Peña, 2010). 

 

b. Tipicidad 

“Para Peña & Almanza, (2010) la tipicidad es la adecuación del acto 

humano voluntario ejecutado por el sujeto a la figura descrita por la 

ley penal como delito. Es la adecuación, el encaje, la subsunción del 

acto humano voluntario al tipo penal”. 

c. Antijuricidad 

“Según Peña & Almanza, Teoria del Delito, (2010) Es lo contrario al 

Derecho, el ordenamiento jurídico está constituido por preceptos 

prohibitivos y preceptos permisivos; la violación de los primeros 

define una conducta típica, un indicio de antijuricidad”. 

d. Punibilidad 

Indica que un acto típicamente antijurídico y culpable debe ser 

sancionado con una pena de carácter criminal. Algunas veces, a 

quien haya cometido un acto típicamente antijurídico y culpable, no 

se le puede aplicar la sanción por las llamadas Causas de 

Impunidad, en el caso de que el autor sea menor de 18 años. Si bien 

ya es imputable por ser mayor de 16 años, es impunible, no se lo 

puede encarcelar, se lo lleva a una casa de reforma. Se le aplica 

sólo una Medida de Seguridad. (Machicado, 2010). 

e. Robo agravado 

Según, Salinas Siccha, (2014) define robo agravado como aquella 

conducta por la cual el agente haciendo uso de la violencia o la 
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amenaza sobre la víctima, sustrae un bien mueble total o 

parcialmente ajeno y se apodera ilegítimamente del mismo, con la 

finalidad de obtener un provecho patrimonial, concurriendo en el 

accionar de alguna o varias circunstancias agravantes previstas en 

el Código Penal. Para el robo agravado rige también lo expuesto con 

relación al tipo básico del art. 188 del CP sobre robo simple; es decir, 

en la configuración del delito de robo agravado debe estar presente 

todos los elementos correspondientes al robo simple que es tipo 

base”. (pág. 723) 

f. Bien jurídico 

Según Siccha, (2012), “sostiene que el bien jurídico a proteger estos 

tipos de delitos es el patrimonio, entendido en este sentido genérico 

y material como el conjunto de obligaciones y bienes (muebles o 

inmuebles) susceptibles de ser valorados económicamente y 

reconocidos por el sistema jurídico como pertenecientes a 

determinada persona. (pág. 664) 

g. Prueba 

Según Pérez, (2014) en su artículo titulado “La valoración de la 

prueba en el proceso penal”. Hace referencia sobre su 

materialización en cuba concluye que la prueba es todo aquel acto 

procesal regulado por ley procesal penal que desarrollan las partes, 

con la única finalidad que el órgano jurisdiccional logre adquirir la 

certeza plena y fundamentada sobre aquella hipótesis inculpatoria 

presentada que ha conllevado a la ley penal sustantiva cuyo objetivo 

es declarar la probabilidad de la tesis inculpatoria.  

h. Tipicidad 

La doctrina ha dividido al tipo en: “tipo objetivo” y “tipo subjetivo”. 

Según Benavente & Calderön, (2012), señalaron que el tipo objetivo 

contiene la explicación del acontecer exterior, verificable por los 

sentidos; y el tipo subjetivo contiene los elementos personales 

internos que conllevan a la realización de la conducta. Agregando, 
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además, que si bien el tipo describe exteriormente una conducta; por 

si solo es insuficiente para concluir en la tipicidad de una conducta; 

ya que, ha de ser completada por los elementos internos o subjetivos 

(tipo subjetivo). 

Con relación al “tipo subjetivo” o la “tipicidad subjetiva”, esta se 

compone por las conductas “dolosas” y “culposas” o “imprudentes”. 

Sobre el dolo precisaron que, el agente debe conocer y querer la 

ejecución típica; eso es, para la existencia del dolo no interesa si el 

agente conoce la concepción jurídica de sus actos, es suficiente, que 

el conocimiento sea a nivel de lo profano o prohibido; es decir, solo 

un conocimiento aproximado de lo reprochable de la conducta desde 

una esfera social. 

i. Presupuesto material 

Compartiendo la doctrina procesal penal, indicó que el presupuesto 

material de toda medida de coerción es el: fumus comissi delicti, 

mientras que los requisitos están en función al periculum libertatis. 

El fumus es la apariencia del derecho subjetivo, que para el proceso 

penal es la razonada atribución del hecho punible a una persona en 

específico, no como certeza, pero sí con indicios de delito. (San 

Martín Castro, 2020) 

j. Detención en flagrancia 

Al respecto, el único pronunciamiento formal sobre el tema - en la 

academia nacional ha sido por el profesor Alcocer Povis, (2011) 

quien señaló que la Policía para evaluar la procedencia de la 

detención en flagrancia delictiva debe evaluar la concurrencia de la 

tipicidad, antijuricidad y culpabilidad del comportamiento, lo cual 

incluye las causas de justificación, pero precisando que el análisis 

sobre la tipicidad debe ser a nivel de una tipicidad objetiva y no en 

estricto lo subjetivo; esto es, el Policía ex ante pondera el 

comportamiento que observa y le da un sentido delictivo; esto es, el 

mero dato fáctico no es suficiente para detener a una persona en 
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flagrancia, es necesario que el Policía evalúe el hecho y lo considere 

inicialmente típico y posteriormente no existan causas de 

justificación evidentes.  

3.3. Jurisprudencia 

a. RECURSO DE NULIDAD N.º 190-2013 

“Conforme con la doctrina mayoritaria, los conceptos “hechos 

nuevos” o “nuevos elementos de prueba" son equivalentes, y están 

comprendidos en todos ellos los hechos que, por su 

desconocimiento, o hayan podido ser alegados en el momento 

procesal oportuno la sentencia definitiva, y todo elemento de prueba 

que tampoco haya podido ser tenido en   cuenta ni valorado por el 

Tribunal que los evaluó.  En efecto, la jurisprudencia española afirma 

que   los hechos nuevos o nuevos elementos de prueba son aquellos 

que   surgen con posterioridad a la sentencia, cuando establece lo 

siguiente:  "[ ...]  debiendo entenderse como nuevos todos los hechos 

o medios probatorios que sobrevengan o se revelen con 

posterioridad a   la sentencia condenatoria, bastando con que no   

hayan sido alegados o producidos ante el Tribunal Sentenciador, ni 

descubiertos por la investigación judicial practicada de oficio". De 

acuerdo con ello, resulta inadmisible el surgimiento de nuevos 

hechos, puesto que no se puede admitir una revaloración de la 

prueba ya incorporada y valorada oportunamente en el juicio; pues 

la función del juez es correlacionar la misma con los nuevos 

elementos probatorios, con el fin de apreciar si el resultado del 

análisis modifica el sentido de la decisión”. 

 

b. RECURSO DE NULIDAD N° 3084-2015 

El concurso real retrospectivo es la institución jurídica instaurada en 

el artículo 51 0 del Código Penal. Esta norma penal ha presentado 

diversas modificaciones desde SIJ entrada en vigencia en 1991. Así, 

el texto original señalaba: 

"Descubrimiento de otro hecho punible 
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Artículo 51 Si después de la sentencia definitiva condenatoria se 

descubriere otro hecho punible cometido antes de ella por el mismo 

condenado, será sometido a nuevo proceso y se aumentará la pena 

o se impondrá la nueva pena correspondiente" 

Bajo esos lineamientos, este Tribunal Supremo emitió jurisprudencia 

vinculante referida al concurso real retrospectivo. Así, el R.N. N O 

40522004-Ayacucho, del diez de febrero de dos mil cinco, estableció 

que esta institución apuntaba a "(o..) de Un lado, a evitar que el 

condenado sea tratado más severamente que lo que hubiese sido si 

el juzgamiento de sus !infracciones hubiera tenido lugar 

simultáneamente; y, de otro lado, 'a imponer una sola pena que sea 

proporcionada a la responsabilidad del agente, en tanto que el juez 

no puede acumular las penas" -véase considerando "Cuarto"-, 

pronunciándose además por la institución de la refundición de penas: 

"(a..) cuando se produce la refundición de penas como consecuencia 

de Un concurso real retrospectivo, es de entenderse que finalmente 

la condena es una sola o única, esto es, que el resultado que se 

obtiene es Una pena única refundida". 

 

 

c. CASACIÓN N.° 998-2018 

“El trámite procesal previsto con relación a la audiencia de casación 

establece (en el inciso 2 del artículo 431 del código adjetivo) que: “La 

audiencia se instalará con la concurrencia de las partes que asistan. 

En todo caso, la falta de comparecencia injustificada del fiscal, en 

caso el recurso haya sido interpuesto por el Ministerio Público, o del 

abogado de la parte recurrente, dará lugar a que se declare 

inadmisible el recurso de casación”. 

Llevada a cabo la audiencia respectiva, se verificó que todas las 

partes procesales fueron debidamente notificadas para el presente 

acto oral y que, en la fecha, no se presentó ningún escrito que 

justifique la inasistencia del abogado defensor del recurrente. 
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d. RECURSO NULIDAD N.° 1552-2014 

Que    en   el   caso   que    los   procesados   opten   por  acogerse   

a   la conformidad  procesal  [conclusión  anticipada del  proceso],  el  

Tribunal  tiene una amplia  libertad  para la  individualización  de  la  

pena,  esto  dentro del  marco jurídico  del  tipo legal  en  cuestión  

[pena abstracta],  para dosificarla  conforme con  las   reglas   

establecidas   en   los   dispositivos   legales   señalados   en   el 

considerando  anterior,  cuyo único límite  es  no imponer una  pena 

superior  a la  propuesto por  el  fiscal;   en   ese  sentido,  se puede 

proceder, motivadamente,  a graduar la  proporcionalidad  de  la  

pena en  atención a la gravedad o  entidad  del  hecho y las  

condiciones  personales  del  imputado. Otra de las consecuencias 

de esta institución procesa es la reducción de la pena, la que no 

puede llegar a una sexta parte, conforme con los alcances del 

Acuerdo Plenario 5-2008/CJ- ll 6, de fecha dieciocho de julio de dos 

mil ocho. 

 

e. RECURSO DE NULIDAD N.°   1154-2014 

“Finalmente,  en relación  a que  en el  caso de  autos  no se  habría  

configurado la agravante  descrita  en  el  inciso  cuatro,  del  primer  

párrafo,  del  artículo  189,  del Código Penal,  cabe precisar  que  

esta  se  refiere  a  la  circunstancia  en  que   el delito  incriminado  

es  cometido  por  dos  o  más  personas,  indiferente  del  grado de   

participación,   el  mismo  que   no  exige  que   sea   parte de   una   

estructura criminal,  en  tanto la  participación  conjunta pudo ser  

circunstancial  para los efectos de  perpetrar el  delito,  lo que  

significa  que  no actúan en atención a los designios   de   un  ente 

jerarquizado;   es  decir,   no  se  requiere  la   presencia   o conexión 

con una  organización  delictiva  para que  estemos  frente a  este  

tipo de agravante,  pues si el  evento punible es perpetrado  por 

agentes  en  calidad de  integrantes de  una  organización delictiva 

estaremos ante la posibilidad de encuadrarla  en  el  último  párrafo,  

del  artículo  189  del  Código  Penal, y  en  su caso  de  tipificar lo  
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previsto  por el  artículo  317,  del  acotado catálogo  punitivo; que, 

por tanto, este agravio tampoco es de  recibo, y en  tal orden de  

ideas la sentencia  materia  de  grado se  encuentra arreglada  al  

mérito  de  lo  actuado  y a ley.” 

 

f. RECURSO DE NULIDAD N.º 970-2014 

La versión incrlmlnatoria se acreditó de modo    suficiente   

sobre   la   base    dela prueba actuada 

CUARTO.   Por lo que   compulsados los agravios esgrimidos por   la 

defensa técnica del procesado, dentro del contexto probatorio y lo 

actuado en el juicio oral se aprecia que el Colegiado Superior valoró 

la prueba de cargo en forma lógica y congruente, y concluyó, de 

manera inobjetable, en   la responsabilidad penal de   este en   los 

hechos materia de   acusación fiscal.  Por lo que válidamente se 

revirtió la presunción de inocencia que lo amparaba desde el inicio 

del proceso, en mérito a la prueba actuada y recabada a lo largo del   

proceso.   Por  esto,  válidamente  se  revirtió    la   presunción   de 

inocencia  que   lo amparaba desde el  inicio del  proceso,  en  mérito 

principalmente  a  las  declaraciones  vertidas  por el  agraviado,  en  

las que fue  categórico  al  sindicar al  procesado  como autor del  

robo en su  contra,  declaraciones  en   las  que   no  se  observaron  

vicios  de falsedad  o  inexactitud  en  su  contenido  (versión  

narrativa  que,  por   lo demás,  describe  de  modo exhaustivo y  

coherente la  particular contribución  del agente),  las  que  fueron 

analizadas  de  modo conjunto con el  resto  de la  prueba actuada, 

lo cual le brindó corroboración adicional. 

 

 

g. RECURSO DE NULIDAD N.° 614-2020; CALLAO  

“Respecto al primer punto de la impugnación conviene precisar que 

el artículo 283 del Código de Procedimientos Penales refiere que 

los hechos y las pruebas que los abonen serán apreciados por el 

órgano jurisdiccional con criterio de conciencia.   
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Si bien el juez o la Sala sentenciadora son soberanos en la 

apreciación de la prueba, esta no puede llevarse a cabo sin 

limitación alguna, sino que sobre la base de una actividad 

probatoria concreta (nadie puede ser condenado sin pruebas y que 

estas sean de cargo), jurídicamente correcta (las pruebas han de 

ser practicadas con todas y cada una de las garantías que les son 

propias y legalmente exigibles)–, con arreglo a las reglas de la 

lógica y las máximas de la experiencia (determinadas desde 

parámetros objetivos) y de la sana crítica”. 

 

h. RECURSO DE CASACIÓN N.º 1128-2021; LIMA 

“Los agravios expuestos por el recurrente están dirigidos a 

sostener que el medio de prueba actuado a nivel preliminar 

sindicación del agraviado-, no reúne los presupuestos establecidos 

en el Acuerdo Plenario N.° 02-2005/CJ-116, es más, no presenta 

suficiente mérito al no ser concluyente para quebrar el principio de 

indubio pro-reo. Por lo cual la sentencia no está debidamente 

justificada. 

Mediante el principio de indubio pro reo se busca garantizar la 

aplicación del derecho sin contravención al derecho fundamental 

de la libertad personal. Es por ello, que el proceso penal se rige por 

el concepto de certeza probatoria para determinar la 

responsabilidad penal de un sujeto a quien se le atribuye la 

comisión de delito, y como consecuencia imponerle una sanción. 

En esa línea argumentativa, se verifica que en el presente caso no 

existen suficientes e idóneos medios de prueba como para 

determinar indubitablemente que Nelson David Rodríguez Serna 

es responsable del ilícito imputado; por tanto, al no existir certeza 

jurídica corresponde declarar su absolución, así como su inmediata 

libertad por este caso, al encontrarse en cárcel, con motivo de 

estos autos”. 
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i. RECURSO DE NULIDAD N.° 857-2021; LA LIBERTA  

“Con ello, como horizonte probatorio en este caso, el principio de 

presunción de inocencia como regla, en su expresión como juicio 

sobre la prueba, concluimos que la única declaración del agraviado 

a nivel preliminar no cumple con los parámetros de legalidad del 

artículo 62 del Código de Procedimientos Penales y si bien la Sala 

justificó su incorporación en el plenario y dio por corroborada y 

complementada su versión con lo declarado a nivel preliminar por 

César Palacios Ruiz, no obstante,  este en la instrucción varió su 

versión y se retractó de la sindicación contra el recurrente. Además, 

cabe resaltar que a favor del citado César Palacios Ruiz se declaró 

de oficio fundada la cuestión previa, por no haber sido válidamente 

identificado, por lo que queda sin respaldo probatorio la imputación 

fiscal en contra del recurrente. 

De lo señalado en el caso, surge que los enunciados declarados 

probados por la Sala no tienen apoyo externo en prueba válida 

incriminatoria, más allá de lo ya analizado. Para una condena 

resulta insuficiente (juicio sobre la suficiencia) una imputación del 

agraviado a nivel preliminar sin presencia fiscal, cuya incriminación 

personal no se mantuvo en el tiempo y tampoco tiene mínima 

corroboración probatoria”. 

 

j. CASACIÓN N.° 322-2021; TUMBES 

Alega la violación de su derecho a que se emita una sentencia 

debidamente motivada. No se tuvo en cuenta que el delito no se 

consumó ni tampoco su edad al momento de imponerse la pena.   

Respecto a la pena impuesta, no se ha considerado que el delito 

quedó en tentativa y que a la fecha de los hechos el procesado 

contaba con veinte años de edad, por lo que le correspondía la 

atenuación por responsabilidad restringida, que no se le aplicó.  

El trato favorable en la determinación de la pena por 

responsabilidad restringida no tiene un baremo definido, en razón 

de que se trata de una potestad discrecional que en cada caso se 

controla en atención a las circunstancias del hecho, la gravedad 
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del delito, las condiciones personales del imputado y otras 

condiciones que el caso específico determine, razones por las que, 

teniendo en cuenta el daño que se causó a la agraviada, pero que 

pudo recuperar los bienes que se le sustrajeron, y los especiales 

contornos del hecho delictivo descrito, resulta prudente disminuir la 

pena de manera razonable, atendiendo además a que el acusado 

es joven, soltero, sin antecedentes penales, con cuarto año de 

educación primaria y sin ocupación, lo que hace valorar que 

imponerle una larga sanción no ayudará a que el penado sea 

reinsertado a la sociedad y resocializarlo, para así prevenir que 

haga del delito un modo de vida.   

4. DISCUSIÓN  

Respecto a la pregunta principal. 

El procesado no cometió el delito contra el patrimonio - robo agravado 

prescrita en el artículo 189 del código penal, la misma que se le había 

configurado en el atestado policial y formalizado en la denuncia penal, a 

consecuencia de la falta de suficientes elementos de convicción que 

determinen que pertenecía a la agrupación criminal donde cumpliría el rol 

de chofer, así determinan de esta manera que no se configura el delito; 

empero, en la recalificación jurídica emitida en la sentencia de la Corte 

Superior de Justicia Lima Norte, donde el colegiado indica que la conducta 

del procesado se adecua al Delito de Receptación, porque él sí estaba 

afectando actos de esconder y ocultar el camión sustraído para 

desaparecer la carga que se encontraba dentro del conteiner siendo así, 

resulta la aplicación la desvinculación procesal y la recalificación jurídica 

de los hechos, conforme al artículo 285. A, numeral 2 del Código adjetivo 

del delito de receptación.  

Es así que el procesado, RONAL FERNANDO DANCOURT, según sus 

declaraciones no cometió el delito contra el patrimonio - robo agravado, 

porque indica que, al momento de la intervención policial, si él hubiera 

conocido que el vehículo era robado, se hubiera dado a la fuga y no 

hubiera dado sus documentos personales. Por lo cual la fiscalía no ha 
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acreditado con elementos probatorios en forma objetiva de esta manera, 

se le Atribuye la recalificación jurídica por el delito de receptación 

conforme a su conducta sobre el hecho delictivo. 

A. ¿Hubo conducta? 

Sí hubo conducta, ya que los hechos cometidos por el procesado son 

contrarios a la ley y se ha vulnerado uno de los derechos fundamentales 

que es el bien jurídico protegido Contra el patrimonio receptación 

agravada, dicha conducta es sancionada con una pena privativa de 

libertar, ya que el hecho delictivo fue realizado por decisión propia bajo su 

propia voluntad. 

Es por ello que el autor Frank Almanza Altamirano, sostiene que: La 

conducta humana (acción u omisión) es la base sobre la cual descansa 

toda la estructura del delito. Si no hay acción humana, no hay delito. Sin 

embargo, el concepto de acción engloba igualmente el de omisión, en la 

cual existe una conducta en la que conscientemente se evita una acción 

concreta. Constituye el soporte conceptual de la teoría del delito y el eje 

de la consideración axiológica y natural del hecho punible. 

Entonces podemos confirmar que si hubo conducta al momento del hecho 

delictivo. 

B. ¿La conducta es típica?} 

La conducta realizada por el procesado es típica puesto que se encuentra 

descrita en la ley penal, conforme al principio de legalidad regulado en el 

artículo II del título preliminar.  

Así mismo, la Conducta del procesado Ronald Fernando Dancourt 

Escobar está relacionada al delito de receptación que se encuentra 

prescrita en el código penal en el artículo 195 Receptación Agravada 

donde indica que: el que adquiere, recibe en donación o en prenda o 

guarda, esconde, vende o ayuda a negociar un bien de cuya procedencia 

delictuosa tenía conocimiento o debía presumir que provenía de un delito. 

La pena privativa de libertad será no menor de cuatro ni mayor de seis 
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años y de sesenta a ciento cincuenta días-multa. cuando se trata de 

vehículos automotores, sus autopartes o accesorios. por el cual el 

colegiado corrobora la tipicidad del delito porque el procesado si estaba 

efectuando actos de esconder y ocultar el camión sustraído para 

desaparecer la carga que se encontraba dentro del conteiner. 

Para Peña & Almanza, (2010) la tipicidad es la adecuación del acto 

humano voluntario ejecutado por el sujeto a la figura descrita por la ley 

penal como delito. Es la adecuación, el encaje, la subsunción del acto 

humano voluntario al tipo penal”. 

De esta manera se puede determinar la existencia del delito conforme a 

la relación de la conducta del delito con el tipo penal, en base al juicio de 

tipicidad. 

C. ¿La conducta es antijurídica? 

En relación si la conducta es antijurídica o no podemos, afirmar que sí es 

antijurídica. La antijuridicidad expresa, como idea básica, una situación de 

contradicción entre la actuación de una persona y lo jurídicamente 

prescrito. Tal contradicción no se alcanza, en el ámbito penal, con la sola 

tipicidad de la conducta, sino que resulta necesario que ésta alcance un 

nivel de desaprobación jurídica que permita afirmar su contrariedad con el 

ordenamiento jurídico-penal. Conforme a ello, podemos afirmar que la 

conducta realizada por el procesado es antijurídica tomando en cuenta 

que al momento de los hechos el señor Ronald Fernando Dancourt 

Escobar, se encontraba manejando el camión robado contenido de 

mercadería, y por ser punitivo dicha conducta es antijurídica, porque así 

lo señala la ley. 

“Según Peña & Almanza, Teoría del Delito, (2010) Es lo contrario al 

Derecho, el ordenamiento jurídico está constituido por preceptos 

prohibitivos y preceptos permisivos; la violación de los primeros define una 

conducta típica, un indicio de antijurícidad”. 
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D. ¿La conducta es culpable? 

Si hablamos de que, si la conducta es culpable o no, la respuesta es sí, 

podemos sustentar nuestra respuesta con la doctrina dominante donde 

considera que la culpabilidad es una categoría jurídico-penal que sirve 

para fundamentar la pena estatal. La intervención más dura del poder 

estatal, respecto a un ciudadano, viene dada por la afección a su libertad. 

La culpabilidad se establece sobre la comprobación de que un sujeto ha 

“realizado” un injusto penal y está en capacidad de responder por el hecho 

realizado.  De este juicio surge la denominada responsabilidad penal. 

Luego se aduce, por razones de justicia material, que la pena no puede ir 

más allá de la culpabilidad. En este sentido, existe un círculo de 

valoraciones recíprocas, a tal hecho tal culpabilidad, con una 

consecuencia material que es la pena. La culpabilidad, aquí mencionada, 

es la culpabilidad por el hecho realizado. No existe para nuestro Derecho 

Penal una culpabilidad por el modo de vida, esto es, no se puede 

establecer criterios jurídico-penales sobre la forma como un ciudadano 

lleva su vida, aunque ésta no nos parezca la más adecuada. El orden 

constitucional y su relación con el Derecho Penal sólo determinan 

responsabilidad por el injusto realizado, así, será el hecho típico y 

antijurídico el marco esencial para llegar al elemento culpabilidad. 

Entonces mediante esta postura podemos hablar nuestra respuesta a 

afirmar que la conducta si se considera culpable ya que los hechos 

Realizadas por el autor Del delito son conductas típicas antijurídicas 

E. ¿El procesado es autor o partícipe? 

El sentenciado Ronald Fernando Dancourt Escobar, es el autor del delito 

contra el Patrimonio en su modalidad de Receptación agravada. Por lo 

que existe responsabilidad criminal; además, se la encontró en el lugar de 

los hechos por lo que se origina el dominio de la acción. Según la Corte 

Superior de Justicia de Lima Norte, quien recalifico la configuración del 

delito.  
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A ello podemos acotar que Bramont- Arias Torres, considera que la 

diferencia entre autor y partícipe de un hecho delictivo es justamente 

quien tiene el dominio de hecho. El autor del delito será aquel sujeto que 

tenga dominio del hecho el cual pueda decidir los aspectos esenciales de 

la ejecución de ese hecho delictivo.  

Según Las investigaciones realizadas y conforme a las declaraciones de 

los agraviados y del imputado, el sujeto activo realizó de manera propia la 

ejecución del hecho contrario a la ley; puesto que, se le encontró 

conduciendo el camión Robado con la mercadería, es así que se le 

considera como autor del delito de receptación agravada  

F. ¿El delito fue consumado? 

El hecho delictivo fue consumado por el sentenciado Ronald Fernando 

Dancourt Escobar, ya que al momento de su intervención se le encontró 

manejando el camión robado contenido de mercadería, en base a que la 

conducta realizada fue considerada como una ayuda a negociar un bien 

de cuya procedencia delictuosa, el cual se atribuye que tenía 

conocimiento o debía presumir que provenía de un delito; así de esta 

manera, se confirma la consumación del delito, corroborado por el 

atestado policial donde indica que al sentenciado se le había  intervenido 

manejando el camión robado, contenido de la mercadería que iba ser 

trasladado a otro destino para su fin ilícito.   

Esta etapa de la consumación, la cual constituye la referencia que ordenar 

las diversas etapas del proceso de ejecutivo del delito. Consiste en la 

realización completa de los elementos del tipo legal subjetivo. En doctrina 

se distingue el agotamiento del delito, como fase posterior a la 

consumación del mismo. Se le denomina también consumación material, 

oponiéndolas así a la consumación formal o legal, que es la que se 

desprende de la literalidad del tipo legal. 

G. ¿Es correcta la pena aplicada? 

Respecto a la correcta aplicación de la pena, la respuesta es sí, es 

correcta la aplicación de la pena , porque se le determinó conforme a su 
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conducta del imputado en el hecho delictivo, determinando de esta 

manera seis años de pena privativa de libertad, por cometer delito contra 

el patrimonio - receptación agravada, considerándolo sobre la base de la 

pena mínima teniendo en cuenta la edad del imputado y el daño causado 

contra los agraviados; asimismo, la naturaleza de la acción, los fines, su 

grado de participación en el evento delictivo y sus condiciones personales. 

H. ¿Es adecuada la reparación civil? 

En relación, si es o no adecuada la reparación civil dictada por el juez, la 

respuesta es sí, puesto que, no hubo daño causado sobre el bien, se logró 

recuperar la totalidad de los bienes sustraídos; asimismo, la reparación 

civil no ha sido cuestionada por el sujeto legitimado. 

5. CONCLUSIONES 

 

- Se llegó a la conclusión que el procesado Ronald Fernando Dancourt 

Escobar es autor del hecho punible sobre el delito contra el Patrimonio, 

en su modalidad de Receptación Agravada en contra de Hernán 

Adalberto More Viera, Daniel Adolfo Castro Cruz, 

Empresa   de transportes Malovar S.A y la Empresa Importaciones ·OFF 

ROAD DISTRIBUTION S.R.L., corroborado por las declaraciones e 

investigación del proceso por lo que es punible de una sanción penal 

conforme a derecho. Asimismo, se acreditó con la intervención policial 

que, si hay delito de Receptación Agravada por parte del procesado, de 

acuerdo a su participación en el hecho delictivo. 

- En referencia a la Sentencia  de la  SALA PENAL de la  CORTE 

SUPERIOR  DE JUSTICIA  DE LIMA  NORTE, estoy de  acuerdo ya que 

en la resolución se toma en cuenta el grado de participación del imputado 

en el hecho delictivo; empero, la formulación de la  acusación fiscal se le 

había configurado el delito de robo agravado siendo esta recalificada al 

delito contra el patrimonio en su modalidad de Receptación Agravada, 

dictada por la corte superior de justicia imponiendo una pena de 6 años 

de pena privativa de libertad y mil nuevos soles respecto a la reparación 
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civil, considerando el daño causado contra los bienes sustraídos y la edad 

del imputado. 

- Finalmente se concluye con la sentencia de la corte suprema de justicia, 

donde se corrobora la decisión, excepto en el extremo sobre la pena 

establecida en contra de Ronald Fernando Dancourt Escobar, el cual fue 

sentenciado por seis años de pena privativa de libertad, siendo esta 

reformada y fijada en cinco años de pena privativa de libertad 

considerando la edad y que se logró recuperar los bienes sustraídos. 

 

B. HECHOS DE FORMA 
 

1. IDENTIFICACIÓN DE HECHOS RELEVANTES  

1.1. Atestado Policial 

una vez presentado el parte policial por el delito de patrimonio - robo 

agravado realizado mediante OFICIO N°13484-2013-DIRINCRI-

PNP/DIVINROB-D2-E4. Con la finalidad de remitir el presente 

atestado N°536-2013-DIRINCRI-PNP/DIVINROB-D2-E4, por el 

DELITO CONTRA EL PATRIMONIO - ROBO AGRAVADO, 

resultando presunto autor Ronald Fernando DANCOURT 

ESCOBAR(59) DETENIDO, en agravio de la empresa de transporte 

MALOVER SAC, representado por Miguel Alberto 

PORTOCARRERO GARCIA (58), y OFF ROAD DISTRIBUTION 

SRL, ocurrido el 27 DE NOVIEMBRE DE 2013 a horas 12:00 

aproximadamente, en la jurisdicción de San Martín de Daniel Adolfo 

CASTRO CRUZ (26), y de Hernan Alberto MORE VIERA (41), por el 

DELITO CONTRA LA TRANQUILIDAD PÚBLICA  - Asociación Ilícita 

para delinquir, en agravio de la sociedad y el estado Peruano; tal 

conforme se desprende en el cuerpo del documento que se adjunta. 

De las Actuaciones Policiales se tiene la Notificación de Detención, 

con la respectiva notificación, se hizo de conocer el motivo de su 

DETENCIÓN en la División de investigación de Robos - DIRINCRI-

PNP, a la persona de Ronald Fernando DANCOURT ESCOBAR 

(59), documentos que se adjunta al presente posteriormente se 
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comunica al representante del ministerio Público, se comunicó a la 

2° Fiscalía Provincial Mixta de Condevilla, la detención de Ronald 

Fernando DANCOURT ESCOBAR (59). 

1.2. Auto Apertorio de Instrucción  

Cuando se inicia el AUTO DE PROCESAMIENTO EXP. N°9123-

2013, de fecha veintiocho de noviembre del año dos mil trece - 

Independencia  

Se desprende que el día veintisiete de noviembre del dos mil trece, 

siendo aproximadamente las doce y quince horas, Hernan Adalberto 

More Viera se encontraba conduciendo el remolcador de marca 

International, color azul, de placa de rodaje D2E-745 en compañía 

de Daniel Adolfo Castro Cruz, en las inmediaciones  de la Av. 

Universitaria con la Av. Lima, san Martin de Porres en circunstancias 

que se detuvo el vehículo por la luz roja del semáforo, hicieron su 

aparición dos sujetos quienes con armas de fuego en mano, se 

subieron por ambas puertas del remolcador, es cuando ahí dichos 

sujetos ordenaron al conductor Hernán Adalberto More Viera que 

continúe conduciendo, en las proximidades del cruce de la Av. 

Universitaria y José Granda, hicieron bajar a Daniel Adolfo Castro 

Cruz, lo introdujeron a un automóvil sedán color plomo, dentro del 

cual fue trasladado por diversos puntos de la ciudad en contra de su 

voluntad y bajo amenazas en contra de su integridad física, para 

luego dejarlos abandonado, luego de una hora y media 

aproximadamente, los delincuentes obligaron al chofer Hernan 

Adalberto More Viera a que continúe conduciendo, percatándose 

que uno de los sujetos manipulo el sistema GPS, y cuando se 

encontraban por la Av. Tomas Valle con Universitaria, lo bajaron del 

vehículo y lo subieron a otro de color blanco dentro del cual lo 

transportaban con rumbo desconocido y contra su voluntad y luego 

en otro vehículo más, siendo mantenido en esa condición de 

secuestrado por aproximadamente una hora y media, hasta que fue 

liberado, por el cual se resuelve abrir instrucción, en la vía del 

proceso ordinario, contra RONALD FERNANDO DANCOURT 
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ESCOBAR; por los delitos contra el patrimonio - robo agravado y del 

delito contra la libertad - secuestro agravado; asimismo, decretar 

contra el citado procesado medida coercitiva de prisión preventiva 

por el periodo de nueve meses.  

1.3. Acusación del Fiscal Superior 

El 06 de mayo del 2015, bajo las facultades contenidas en el artículo 

92 inciso 4 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, se realizó la 

formulación de la acusación sustancial contra Ronald Fernando 

Dancourt Escobar, por el delito contra el patrimonio- robo agravado 

en agravio de Hernan Adalberto More Viera, Daniel Adolfo Castro 

Cruz, empresa de transportes Malovar S.A. y la empresa 

Importaciones Off Road Distribution S. R. L.  

Se solicitó también a audiencia la concurrencia de los agraviados 

para acreditar la preexistencia de los bienes y los daños del vehículo 

objeto del delito. En otrosí, se presentó que no había mérito para 

pasar a Juicio Oral contra el delito contra la Libertad - Secuestro 

Agravado, tipificado en el Numeral 11 de la primera parte del artículo 

152 del Código Penal, puesto que, en la revisión de los actuados no 

se advierte la existencia de elementos de pruebas idóneas y 

suficientes que acrediten la Participación del encausado en los actos 

de privación de libertad de los agraviados. En consecuencia, no 

estando debidamente determinada la participación del procesado en 

este extremo de los hechos instruidos de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 221 del Código de procedimientos penales, 

se solicitó el sobreseimiento provisional del proceso en este extremo.  

La Corte Superior de Justicia de Lima Norte, segunda sala penal 

para procesos en cárcel, considera en su decisión de prolongar el 

plazo de prisión preventiva contra el procesado en el término de 

cuatro meses, la misma que deberá contarse a partir del 25 de mayo 

del 2015 y vencerá el 25 de septiembre del 2015.  

El procesado Ronald Fernando Dancourt Escobar, solicita al 

Presidente de la segunda sala penal de la Corte Superior de Justicia 

de Lima Norte, la variación del mandato de detención por la 
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comparecencia y se declare en su oportunidad la variación de 

mandato de detención. 

El procesado Ronald Fernando Dancourt Escobar, a fojas 255, 

solicita excarcelación por exceso de detención, ya que se encuentra 

recluido en el establecimiento penitenciario Miguel Castro Castro, 

por la presunta comisión del delito contra el patrimonio en la 

modalidad de tentativa de robo agravado. Asimismo, indica que, 

Conforme al artículo 137 del Código de procedimientos penales, 

contando a la fecha con más de 18 meses de reclusión efectiva en 

el establecimiento penitenciario Miguel Castro Castro, por una 

imputación en la que el indica ser inocente y habiendo cumplido con 

el tiempo máximo de carcelería preventivo solicitado, solicita se 

ordene su libertad con comparecencia por exceso de tensión a fin de 

que pueda ejercer su derecho de defensa en la sala penal en 

libertad.  

1.4. Etapa de Juzgamiento 

Con fecha 20 de julio del 2015, la Corte Superior de Justicia de Lima 

Norte, segunda sala penal para procesos en cárcel, donde intervino 

como ponente el señor Juez Superior, Quiroz Salazar, en aplicación 

de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 45 del texto único 

ordenado de la ley orgánica del poder judicial. Decidieron: Primero, 

Haber mérito para pasar a juicio oral contra Ronald Fernando 

Dancourt Escobar por el delito de Patrimonio-Robo agravado. 

Segundo, No va a haber mérito para pasar a juicio oral Por el delito 

contra la Libertad - Secuestro agravado, tipificado en el Numeral 11 

de la primera parte del artículo 152 del Código Penal; y de 

conformidad con lo estipulado por el artículo 221 del Código de 

procedimientos penales. Declararon el sobreseimiento provisional 

del procesado en dicho extremo, mandaron a archivar 

provisionalmente la presente causa en este extremo, consentida y 

ejecutoriada que sea la misma anulando los antecedentes policiales 

y judiciales que haya generado el presente proceso contra el citado 

procesado.  
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Con fecha de 18 de agosto de 2015, se deja sin efecto la audiencia 

señalada y se reprograma, la misma que se llevaría a cabo el 

miércoles 09 de septiembre de 2015.Horas 9 de la mañana en el 

establecimiento penitenciario de Lurigancho.  

En autos y vistos de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte, 

resuelven prolongar el plazo de prisión preventiva contra Ronald 

Fernando Dancourt Escobar, por el delito contra el patrimonio - robo 

agravado; por el término de 2 meses, la misma que deberá contarse 

a partir del 25/09/2015 y vencerá el 23/11/2015. Asimismo, declaran 

frustrada la audiencia oral señalada, señalando nueva fecha para el 

inicio del juicio oral, que se llevaría a cabo el miércoles 14/10/2015. 

1.5. Etapa de Impugnación  

En esta etapa no se presentó ninguna vulnerabilidad del derecho, se 

llevó a cabo con las formalidades correspondientes del debido 

proceso, atendiendo conforme a ley la solicitud de la parte 

impugnante. 

 

2. PROBLEMAS  

2.1. Problema Principal o Eje 

¿El proceso instaurado contra el procesado Ronal Fernando 

Dancourt Escobar, se desarrolló conforme a las garantías 

preceptuadas en la Constitución Política del Perú y de acuerdo al 

Código de Procedimientos Penales de 1940? 

2.2. Problema Colateral 

No existen problemas colaterales. 

2.3. Problemas Secundarios 

a.- ¿El procesado ejerció su derecho de defensa en el presente 

caso? 

b.- ¿Se cumplieron los presupuestos exigidos para dictar el 

mandato de prisión preventiva?  
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c.- ¿La sentencia de la Corte Superior cumplió con las formalidades 

de ley? 

d.- ¿Con cuál sentencia se encuentran conforme? 

 

3. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL CASO 

3.1. Normas Legales 

3.1.1.Constitución Política Del Perú 

CAPÍTULO VIII PODER JUDICIAL 

Artículo 138°. - La potestad de administrar justicia emana del pueblo 

y se ejerce por el Poder Judicial a través de sus órganos jerárquicos 

con arreglo a la Constitución y a las leyes. En todo proceso, de existir 

incompatibilidad entre una norma constitucional y una norma legal, 

los jueces prefieren la primera. Igualmente, prefieren la norma legal 

sobre toda otra norma de rango inferior.   

Artículo 139°. Son principios y derechos de la función jurisdiccional:  

1. La unidad y exclusividad de la función jurisdiccional. No existe ni 

puede establecerse jurisdicción alguna independiente, con 

excepción de la militar y la arbitral. No hay proceso judicial por 

comisión o delegación.  

2. La independencia en el ejercicio de la función jurisdiccional. 

Ninguna autoridad puede avocarse a causas pendientes ante el 

órgano jurisdiccional ni interferir en el ejercicio de sus funciones. 

Tampoco puede dejar sin efecto resoluciones que han pasado en 

autoridad de cosa juzgada, ni cortar procedimientos en trámite, ni 

modificar sentencias ni retardar su ejecución. Estas disposiciones no 

afectan el derecho de gracia ni la facultad de investigación del 

Congreso, cuyo ejercicio no debe, sin embargo, interferir en el 

procedimiento jurisdiccional ni surte efecto jurisdiccional alguno.  

3. La observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional. 

Ninguna persona puede ser desviada de la jurisdicción 

predeterminada por la ley, ni sometida a procedimiento distinto de 

los previamente establecidos, ni juzgada por órganos 
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jurisdiccionales de excepción ni por comisiones especiales creadas 

al efecto, cualquiera sea su denominación.  

4. La publicidad en los procesos, salvo disposición contraria de la 

ley. Los procesos judiciales por responsabilidad de funcionarios 

públicos, y por los delitos cometidos por medio de la prensa y los que 

se refieren a derechos fundamentales garantizados por la 

Constitución, son siempre públicos.  

5. La motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas las 

instancias, excepto los decretos de mero trámite, con mención 

expresa de la ley aplicable y de los fundamentos de hecho en que 

se sustentan.  

6. La pluralidad de la instancia.  

7. La indemnización, en la forma que determine la ley, por los errores 

judiciales en los procesos penales y por las detenciones arbitrarias, 

sin perjuicio de la responsabilidad a que hubiere lugar.  

8. El principio de no dejar de administrar justicia por vacío o 

deficiencia de la ley. En tal caso, deben aplicarse los principios 

generales del derecho y el derecho consuetudinario.  

9. El principio de inaplicabilidad por analogía de la ley penal y de las 

normas que restrinjan derechos.  

10. El principio de no ser penado sin proceso judicial.  

11. La aplicación de la ley más favorable al procesado en caso de 

duda o de conflicto entre leyes penales.  

12. El principio de no ser condenado en ausencia.  

13. La prohibición de revivir procesos fenecidos con resolución 

ejecutoriada. La amnistía, el indulto, el sobreseimiento definitivo y la 

prescripción producen los efectos de cosa juzgada.  

14. El principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún 

estado del proceso. Toda persona será informada inmediatamente y 

por escrito de la causa o las razones de su detención. Tiene derecho 

a comunicarse personalmente con un defensor de su elección y a 

ser asesorada por éste desde que es citada o detenida por cualquier 

autoridad.  
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15. El principio de que toda persona debe ser informada, 

inmediatamente y por escrito, de las causas o razones de su 

detención.  

16. El principio de la gratuidad de la administración de justicia y de 

la defensa gratuita para las personas de escasos recursos; y, para 

todos, en los casos que la ley señala.  

17. La participación popular en el nombramiento y en la revocación 

de magistrados, conforme a ley.  

18. La obligación del Poder Ejecutivo de prestar la colaboración que 

en los procesos le sea requerida.  

19. La prohibición de ejercer función judicial por quien no ha sido 

nombrado en la forma prevista por la Constitución o la ley. Los 

órganos jurisdiccionales no pueden darle posesión del cargo, bajo 

responsabilidad.  

20. El principio del derecho de toda persona de formular análisis y 

críticas de las resoluciones y sentencias judiciales, con las 

limitaciones de ley.  

21. El derecho de los reclusos y sentenciados de ocupar 

establecimientos adecuados.  

22. El principio de que el régimen penitenciario tiene por objeto la 

reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado a la 

sociedad. 

3.1.2.Ley Orgánica Del Ministerio Público 

Artículo 9.- Intervención del ministerio público en etapa policial. 

El Ministerio Público, conforme al inciso 5 del Artículo 250 de la 

Constitución Política, vigila e interviene en la investigación del delito 

desde la etapa policial. Con ese objeto las Fuerzas Policiales 

realizan la investigación. El Ministerio Público interviene en ella 

orientándola en cuanto a las pruebas que sean menester actuar y la 

supervigila para que se cumplan las disposiciones legales 

pertinentes para el ejercicio oportuno de la acción penal. 

Igual función corresponde al Ministerio Público en las acciones 

policiales preventivas del delito. 
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Artículo14.-  Carga de la prueba. 

Sobre el Ministerio Público recae la carga de la prueba en las 

acciones civiles, penales y tutelares que ejercite, así como en los 

casos de faltas disciplinarias que denuncie. Los jueces y demás 

funcionarios públicos, sin perjuicio de las atribuciones que al 

respecto les otorga la ley, citarán oportunamente, bajo 

responsabilidad, al Fiscal que actúe en el proceso de que conocen a 

sus diligencias fundamentales y a las de actuación de pruebas 

ofrecidas por cualquiera de las partes u ordenadas de oficio. 

También será notificado dicho Fiscal con las resoluciones que se 

expidan en el proceso, bajo pena de nulidad. 

3.1.3. Ley Orgánica Del Poder Judicial 

Artículo 184.- Son deberes de los Magistrados: 

1.- Resolver con celeridad y con sujeción a las garantías 

constitucionales del debido proceso;  

2.- Administrar justicia aplicando la norma jurídica pertinente, 

aunque no haya sido invocada por las partes o lo haya sido 

erróneamente;  

3.- A falta de norma jurídica pertinente, los Magistrados deben 

resolver aplicando los principios generales del Derecho y 

preferentemente los que inspiran el Derecho Peruano; 4.- Convalidar 

los actos procesales verificados con inobservancia de formalidades 

no esenciales, si han alcanzado su finalidad y no han sido 

observados, dentro del tercero día, por la parte a quien pueda 

afectar;  

5.- Sanear en materia civil, agraria y laboral las irregularidades y 

nulidades del proceso, dictando el auto de saneamiento procesal 

correspondiente, conforme a ley; 

6.- Guardar absoluta reserva sobre los asuntos en los que interviene;  

7.- Observar estrictamente el horario de trabajo establecido, así 

como el fijado para los informes orales y otras diligencias. Su 

incumplimiento injustificado constituye inconducta funcional; 

CONCORDANCIA: R.ADM. N° 041-2005-P-CSJLI-PJ. 
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8.- Dedicarse exclusivamente a la función judicial. No obstante, 

puede ejercer la docencia universitaria en materias jurídicas, a 

tiempo parcial, hasta por ocho horas semanales de dictado de clases 

y en horas distintas de las que corresponden al despacho judicial. 

Igualmente, con las mismas limitaciones, puede realizar labor de 

investigación jurídica, fuera de las horas del despacho judicial, e 

intervenir a título personal en Congresos y Conferencias;  

9.- Residir en el lugar donde ejerce el cargo, o en otro lugar cercano 

de fácil e inmediata comunicación. Para este último caso se requiere 

autorización previa del Consejo Ejecutivo respectivo;  

10.- Exigir a las partes precisen sus pretensiones, cuando de la 

demanda, de la contestación o de la reconvención, en su caso, se 

advierten deficiencias o confusiones;  

11.- Rechazar de plano la demanda o reconvención, cuando estén 

sujetas a un término de caducidad y se advierte que éste ha vencido;  

12.- Evitar la lentitud procesal, sancionando las maniobras dilatorias, 

así como todos aquellos actos contrarios a los deberes de lealtad, 

probidad, veracidad, honradez y buena fe;  

13.- Denegar de plano los pedidos maliciosos y rechazar los escritos 

y exposiciones que sean contrarios a la decencia o la respetabilidad 

de las personas, haciendo testar las frases inconvenientes, sin 

perjuicio de la respectiva sanción;  

14.- Denunciar ante el Ministerio Público los casos de ejercicio ilegal 

de la abogacía;  

15.- Presentar su respectiva declaración jurada al asumir y al dejar 

el cargo, trianualmente, y cada vez que su patrimonio y rentas varíen 

significativamente; y CONCORDANCIA: R. Nº 077-2009-J-OCMA-

PJ, (Establecen las principales políticas de trabajo y líneas de acción 

para el inmediato y corto plazo de la Sub Unidad de Investigación 

Patrimonial y Financiera de la OCMA)  

16.- Cumplir con las demás obligaciones señaladas por ley. (*) (*) 

Artículo derogado por la Única Disposición Complementaria 

Derogatoria de la Ley N° 29277, publicada el 07 noviembre 2008, 
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disposición que entrará en vigencia en un plazo de 180 días 

contados desde su publicación.  

 

Artículo 185.- Son facultades de los Magistrados:  

1.- Propiciar la conciliación de las partes mediante un comparendo 

en cualquier estado del juicio. Si la conciliación se realiza en forma 

total se sienta acta indicando con precisión el acuerdo a que lleguen 

las partes. Si es sólo parcial, se indica en el acta los puntos en los 

que las partes están de acuerdo y aquellos otros en que no están 

conformes y que quedan pendientes para la resolución judicial. 

Ratificadas las partes en el texto del acta, con asistencia de su 

respectivo Abogado, proceden a firmarla, en cuyo caso los acuerdos 

que se hayan concertado son exigibles en vía de ejecución de 

sentencia, formando cuaderno separado cuando la conciliación es 

sólo parcial. No es de aplicación esta facultad, cuando la naturaleza 

del proceso no lo permita;  

2.- Solicitar el o los expedientes fenecidos que ofrezcan las partes 

en prueba, o de oficio para mejor resolver, cuando la causa que 

conocen se halle en estado de sentencia. Los expedientes en trámite 

sólo pueden ser excepcionalmente pedidos de oficio, por resolución 

debidamente fundamentada. En caso de existir diligencia pendiente 

con día señalado, ésta se actúa antes de remitir el expediente. En 

cualquier otro caso, la remisión del expediente se efectúa al día 

siguiente de recibido el oficio que lo solicita y su devolución se hace 

en el plazo perentorio de cinco días después de recibido;  

3.- Ordenar la detención, hasta por veinticuatro horas, de quienes, 

en su despacho o con ocasión de las actuaciones judiciales, los 

injurien, agravien, amenacen o coaccionen por escrito o de palabra, 

o que promuevan desórdenes, pudiendo denunciar el hecho ante el 

Ministerio Público;  

4.- Solicitar de cualquier persona, autoridad o entidad pública o 

privada los informes que consideren pertinentes, para el 

esclarecimiento del proceso bajo su jurisdicción. El incumplimiento 

al mandato del Juez se sanciona con multa no mayor del 5% de la 
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Unidad de Referencia Procesal, sin perjuicio de la acción penal que 

corresponda; (*) CONCORDANCIA: Ley Nº 27337, Art. 181  

5.- Dictar las medidas disciplinarias que establecen las leyes y 

reglamentos; y,  

6.- Solicitar rectificaciones a través de los medios de comunicación 

social, en defensa de su honorabilidad, cuando ésta haya sido 

cuestionada, dando cuenta a su superior jerárquico, sin perjuicio de 

formular la denuncia que corresponda. 

3.1.4. Código Procedimientos Penales de 1940 

Etapas del Proceso Penal  

Artículo 1.- El proceso penal se desarrolla en dos etapas: la 

instrucción o período investigatorio y el juicio, que se realiza en 

instancia única.  

Formas de la Acción Penal  

Artículo 2.- La acción penal es pública o privada. La primera se 

ejercita por el Ministerio Público de oficio o a instancia de la parte 

agraviada, o por acción popular en los casos autorizados por la ley. 

La segunda directamente por el ofendido, conforme al procedimiento 

especial por querella, que este Código establece. 

 

 Acción Derivada del Proceso Civil  

Artículo 3.- Cuando en la sustanciación de un procedimiento civil 

aparezcan indicios razonables de la comisión de un delito 

perseguible de oficio, el juez dará conocimiento al representante del 

Ministerio Público para que entable la acción penal correspondiente. 

En este caso, el juez suspenderá la tramitación civil siempre que 

juzgue que la sentencia penal puede influir en la que debe dictarse 

sobre el pleito civil. El auto que suspende un juicio civil, es 

susceptible de apelación en ambos efectos y de recurso de nulidad.  

 

Cuestiones Previas y Prejudiciales  

Artículo 4.- Contra la acción penal pueden promoverse: a) 

Cuestiones previas y b) Cuestiones prejudiciales 
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Las cuestiones previas proceden cuando no concurre un requisito de 

procedibilidad y pueden plantearse en cualquier estado de la causa 

o resolverse de oficio. Si se declara fundada, se anulará lo actuado 

dándose por no presentada la denuncia. 

Las cuestiones prejudiciales proceden cuando deba establecerse en 

otra vía el carácter delictuoso del hecho imputado, y sólo podrán 

deducirse después de prestada la instructiva y hasta que se remita 

la instrucción al Fiscal Provincial para dictamen final, sustanciándose 

de conformidad con el artículo 90º. Si se declara fundada, se 

suspenderá el procedimiento; si se plantea con posterioridad, será 

considerada como argumento de defensa. 

La cuestión prejudicial en favor de uno de los procesados beneficia 

a los demás, siempre que se encuentren en igual situación jurídica. 

 

Excepciones: Oportunidad y Tramite   

Artículo 5.- Contra la acción penal pueden deducirse las 

excepciones de naturaleza de juicio, naturaleza de acción, cosa 

juzgada, amnistía y prescripción.  

La de naturaleza de juicio es deducible cuando se ha dado a la 

denuncia una sustanciación distinta a la que le corresponde en el 

proceso penal.  

La de naturaleza de acción, cuando el hecho denunciado no 

constituye delito o no es justiciable penalmente. 

 La excepción de cosa juzgada, cuando el hecho denunciado ha sido 

objeto de una resolución firme, nacional o extranjera, en el proceso 

penal seguido contra la misma persona.  

La excepción de amnistía procede en razón de ley que se refiera al 

delito objeto del proceso. 

 La excepción de prescripción podrá deducirse cuando por el 

transcurso del tiempo, conforme a los plazos señalados por el 

Código Penal, se extingue la acción o la pena.  

Las excepciones pueden deducirse en cualquier estado del proceso 

y pueden ser resueltas de oficio por el Juez. Si se declara fundada 

la excepción de naturaleza de juicio, se regularizará el procedimiento 
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de acuerdo al trámite que le corresponda. Si se declara fundada 

cualquiera de las otras excepciones, se dará por fenecido el proceso 

y se mandará archivar definitivamente la causa. 

 

Peruano que Delinque Fuera del País  

Artículo 6.- El peruano que fuera del territorio de la República haya 

cometido un delito penado por la ley nacional y por la del país en que 

se perpetró, puede ser juzgado a su regreso al Perú.  

 

Extranjero Culpable  

Artículo 7.- El extranjero que fuera del territorio del Perú sea 

culpable, como autor o cómplice, de un delito contra la seguridad del 

Estado o de falsificación de moneda, billetes o documentos 

nacionales, será juzgado conforme a las leyes peruanas si es 

detenido en el Perú o si el Gobierno obtiene su extradición.  

 

Juzgamiento Anterior  

Artículo 8.- No procede la persecución contra el peruano que haya 

delinquido fuera del país o el extranjero que cometiera un delito en 

el Perú, si uno u otro acredita que ha sido anteriormente juzgado por 

el mismo hecho y absuelto, o que ha cumplido la pena, obtenido su 

remisión o que ella ha prescrito.  

 

Competencia del Fuero Común  

Artículo 9.- Corresponde a la Justicia Penal ordinaria la instrucción 

y el juzgamiento de los delitos y faltas comunes. 

  

Jurisdicciones Especiales 

 Artículo 10.- La instrucción y el juzgamiento de los delitos 

cometidos por funcionarios en el ejercicio de su cargo; por menores 

de dieciocho años; o de los que por su naturaleza o por la condición 

personal del agente sean objeto de leyes especiales, caerán bajo la 

jurisdicción privativa de la Corte Suprema de la República, de los 

Tribunales Correccionales, de la especial de menores, o de los 
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Tribunales de Guerra, Militares, Navales o de Policía, según los 

casos. 

 

Grados de la Justicia Penal Ordinaria  

Artículo 11.- Administran la Justicia Penal Ordinaria:  

1. La Corte Suprema de la República.  

2. Los Tribunales Correccionales.  

3. Los Jueces Instructores; y  

4. Los Jueces de Paz.  

 

Competencia de los Jueces de Paz  

Artículo 12.- Los jueces de paz instruirán los procesos por faltas 

contra el cuerpo y la salud que requieran asistencia facultativa o 

produzcan impedimento de trabajo hasta por ocho días, siempre que 

no concurran circunstancias que den gravedad al hecho.  

Es también de la competencia de los jueces de paz instruir los 

procesos por infracciones leves contra el patrimonio, consistentes en 

sustracción de dinero, especies o muebles, verificada por medio de 

destreza o en condiciones extrañas a toda grave violencia y cuyo 

valor estimado prudencialmente no pase de unos mil doscientos 

soles oro (S/. 1,200). 

 

3.2. Doctrina 

a. Felices Mendoza, (2017) 

"El sistema impugnatorio peruano, para la apelación de 

sentencias es amplio y no restringido, por cuanto el tribunal 

revisor tiene facultades para subsanar tanto errores in 

iudicando como errores in procedendo. El recurso de 

apelación de sentencias, en primer término, busca subsanar 

errores in iudicando, es decir errores de juicio, manifestados 

en una resolución formalmente válida; por ello su objeto es 

lograr la revocación o modificación de la sentencia 

impugnada. Pero también busca subsanar errores in 
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procedendo, es decir, en las formas que deben observarse 

para obtener un acto procesal válido.  Por ello también se 

busca la "anulación" o "invalidación" de una resolución 

viciada, o de todo el procedimiento consecuente a un acto 

viciado". (pág. 311) 

 

b. Macera, (2021)  

"El recurso de casación es un recurso supremo y 

extraordinario dirigido a la máxima jerarquía del Poder 

Judicial contra las resoluciones del órgano jurisdiccional en 

grado inmediatamente inferior, de manera que sean 

declaradas nulas, se modifiquen o se vuelvan a dictar. 

    Su finalidad es conservar la unidad de criterio jurisprudencia, 

preservar la seguridad jurídica y enmendar el criterio errado 

del juzgador que podría ser replicado por otro en algún caso 

similar. De esta manera, se satisface el interés casacional, 

entendido como aquello que trasciende al interés de las 

partes y, por ello, la casación no es una tercera instancia, sino 

un recurso excepcional.” 

 

c. Nakazaki Servigón, (2014) 

"La centralidad del juicio oral radica en que las partes podrán    

argumentar y probar sus pretensiones frente a frente, ya no ante 

un juez de control o garante (cuya actuación opera en la fase de 

investigación), sino ante el juez de conocimiento, quien tiene la 

potestad de resolver el conflicto suscitado.  Como señala Binder, 

el juicio es la etapa principal del proceso penal porque es allí 

donde se resuelve o redefine de un modo definitivo - aunque 

revisable - el conflicto social que subyace y da origen al proceso 

pena. 

En ese sentido, la inmediación, la contradictoriedad, la 

imparcialidad, el principio de inocencia y la publicidad son el 

conjunto de principios que al opera en el juicio oral permitirán 
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que el juzgador obtenga una información de calidad y confiable, 

que permita fundar su decisión en torno al conflicto suscitado 

entre el ofensor y el ofendido".  (pág.  36-37). 

d. Moreira, (2021) 

"En el proceso existen aspectos que están relacionados a 

normas constitucionales y legales, que enmarcan el debido 

proceso, engloba valores que promueven y contemplan el 

respeto a la persona que es imputada, para alcanzar por un lado 

la igualdad entre las partes, la contradicción que secunda el 

proceso, abarca principios y presupuestos procesales mínimos. 

      El debido proceso se contempla en todas las legislaciones, lo 

que sin duda ha permitido consagrar este principio como un 

derecho procesal universal.  Es así que la figura del debido 

proceso, se convierte en un derecho fundamental 

constitucional en beneficio de las partes dentro de la relación 

procesal. Cuando no se cumple el debido proceso, se viola un 

derecho constitucional, que es inherente a cualquier ser 

humano y sin él no podría llevarse un proceso coherente y 

correcto. Porque los derechos fundamentales son norma 

suprema y supone que van por encima de cualquier norma, a 

su vez que es deber del Estado garantizarlo".  (pág. 9) 

e. Rodriguez Rescia, (s.f.) 

"En lo fundamental, el debido proceso en general, tiene como 

pilares insoslayables los principios de audiencia previa y la 

igualdad de todas las partes procesales para ejercer su derecho 

de defensa en idénticas condiciones, es decir, mediante el 

otorgamiento de iguales oportunidades para presentar y analizar 

pruebas, interponer recursos y presentar observaciones dentro 

de plazos o términos iguales para todos".  
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f. Serrano de Cabanillas, (2014) 

"Toda persona con capacidad civil, particularmente ofendida 

por un delito de acción pública, tendrá derecho a constituirse 

como parte querellante y como tal, impulsar el proceso, 

proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre 

ellos y recurrir con los alcances que las leyes de un país 

establezcan”. (pág. 58) 

 

g. Rodriguez Hurtado, (s.f.) 

"El proceso común, al ser la única vía procesal, evita la 

dispersión y la pérdida de eficacia, facilitando la actuación de 

todos los actores del sistema e imposibilitando injerencias o 

invasiones funcionales irregulares.  Gracias al proceso común 

el Fiscal asume plenamente la investigación del delito, 

dirigiendo todas las fuerzas pesquisidoras, especialmente las 

policiales, según la estrategia formulada a partir de la noticia 

criminal recibida. Por su lado, el imputado y la defensa, tienen 

amplias posibilidades para resistir la persecución fiscal y 

aportar elementos de convicción de descargo, en tanto que el  

órgano jurisdiccional, desde el inicio de la indagación o las 

tempranas diligencias preliminares, garantizará el respeto de 

los derechos fundamentales, especialmente el de igualdad, o 

dispondrá su restricción cautelar, para luego, controlar el 

requerimiento fiscal de sobreseimiento  o,  en su momento,  la  

acusación, y por último, conducir el juicio público y fallar sobre 

la base de la actuación probatoria que ante él representen las 

partes o adversarios". 

 

h. Chang Chang, (2018) 

      “Ello quiere decir que toda persona tiene derecho a un juicio 

justo y transparente en el cual se respeten los derechos y las 

garantías que le asisten, la investigación debe ser dirigida por 

el titular del ejercicio de la acción penal, quién al término de 

la misma, debe formular acusación debidamente 

fundamentada, desarrollándose luego el enjuiciamiento 
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público, oral y contradictorio y finalmente debe emitirse la 

resolución respectiva debidamente motivada por el órgano 

jurisdiccional competente”. 

i. Pérez Porto, (s.f.)  

“El debido proceso, es un principio general del derecho, que 

establece que el Estado, tiene la obligación de respetar la 

totalidad de los derechos que la ley reconoce a cada 

individuo.” 

 

j. Cabello Matamala, (2015)  

“Rrefiere que el individuo es considerado inocente hasta que 

haya alguna prueba que demuestre lo contrario, por lo que se 

le considera como inocente de todo cargo, por lo que no se 

debe forzar a hablar de forma opuesta de el mismo, como 

tampoco a declararse responsable, así como el justo de 

guardar silencio, teniendo como base”. (pág. 18) 

3.3. Jurisprudencia 

a. Casación N° 322-2021; Tumbes 

“Se llega a establecer que las excepciones o exclusiones no son 

admisibles constitucionalmente por colisionar con el principio-

derecho de igualdad ante la ley, y su obligatoria observancia habilita 

a los jueces penales a prescindir del control difuso que habría 

correspondido en caso de no existir la jurisprudencia penal - especial 

pacífica consolidada y/o vinculante aplicable.” 

 

b. Casación N° 194- 2014; Áncash. 

"El derecho a la doble instancia, que gozan toda parte procesal, tiene 

un contenido especial en el caso que la parte que actúa como 

defensa.  Dicho contenido es el derecho a impugnar el fallo 

condenatorio ante un tribunal superior que goce de amplias 

facultades de control". 
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c. Casación N° 542 - 2014; Tacna. 

"Si el procesado es encontrado responsable del ilícito penal que se 

le imputa, esa sentencia condenatoria pueda ser revisada por una 

Sala Superior con facultades amplias de control mediante el recurso 

de apelación, respetando de esta manera la garantía constitucional 

de carácter procesal del derecho a recurrir que le asiste a todo 

condenado". 

 

d. Casación N° 525 - 2017; Tumbes. 

"La Casación, en tanto medio impugnatorio, comparte con los demás 

medios, los presupuestos de impugnación que son: respecto a la 

perspectiva objetiva, la impugnabilidad del acto y el cumplimiento de 

la formalidad; y, en relación a la perspectiva subjetiva, la existencia 

del agravio (gravamen) y la legitimación activa del recurrente 

(carácter de parte)". 

 

e. Casación N° 234-2021; Tacna 

“En el caso sub judice, tal como se constata del tercer considerando 

de la presente, el recurrente no cumplió con citar ni justificar 

individualmente las causales que prevé el artículo 429 del CPP, de 

modo que no se cumple con el principio de autosuficiencia del 

recurso de casación. El recurrente, de manera genérica y sin 

fundamentación, señaló que se han vulnerado el debido proceso, la 

tutela jurisdiccional efectiva, la debida motivación de las 

resoluciones judiciales y el derecho de defensa. En consecuencia, 

se incumplió lo estipulado en el inciso 430, numeral 1, del citado 

texto legal.” 

 

f. Casación N° 77 - 2012; Cusco  

“En efecto,  contemporáneamente la definición  del  derecho al 

debido proceso se presenta como una suerte de compilación de 

garantías individuales, de tipo formal o material, que buscan lograr y 

preservar un mínimo equilibrio entre  el  particular y la  entidad estatal  

al  entrar en un conflicto;  que,  dentro  de estas garantías 
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individuales  se encuentra  el  derecho de defensa,   por demás 

esencial  entre  los  derechos de corte procesal,  y cuyo alcance 

comprende  tanto  un  principio  de  interdicción  de  ocasionarse 

indefensión  como  un principio  de  contradicción  de  los  actos 

procesales que pudieran repercutir en la  situación jurídica  de 

algunas de las partes de un proceso o de un tercero con interés; de 

allí que la  evolución doctrinaria  y normativa  al  respecto ha venido 

a establecer un ámbito garantista mínima en tres niveles: 

1)  el derecho del inculpado a la comunicación previa y detallada de 

los cargos que se imputan; 11) la concesión al imputado del tiempo 

y de los medios adecuados para la preparación de su defensa; y, 

111) el derecho del inculpado a defenderse personalmente o de ser 

asistido por un defensor de su elección, así como de comunicarse 

libre y previamente con este". 

 

g. Casación N° 1294-2018; Cuzco 

“[…] Vencido el plazo, se señalará día y hora para la audiencia de 

casación, con citación de las partes apersonadas. La audiencia se 

instalará con la concurrencia de   las   partes   que   asistan.  En   

todo caso, la   falta de comparecencia injustificada del […] abogado 

de la parte recurrente, dará lugar a que se declare inadmisible el 

recurso de casación”. En consecuencia, corresponde aplicar la 

consecuencia jurídica en mención y declarar inadmisible el presente 

recurso. 

 

h. Casación N° 1884-2018; Arequipa 

La conclusión de la Sala de Apelaciones no se basa en el control de 

la valoración de la prueba, sino en la revaloración de aquella, lo que 

resulta contrario a la debida valoración de la prueba en segunda 

instancia. El órgano de apelación no puede modificar los hechos 

probados en primera instancia después de realizar diferente 

valoración de la credibilidad de los testimonios, si y solo si tal 

modificación no fue precedida por el examen directo y personal del 

declarante. En consecuencia, si bien la inexistencia de la caja fuerte 
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o duda razonable sobre ello por incorrecta valoración de las 

declaraciones de los hijos de los agraviados sí fue alegado en el 

escrito de apelación del procesado Francisco Fernando Gamio 

Gómez (apartado D de recurso de apelación), lo cierto es que se 

verifica contravención al inciso dos, del artículo cuatrocientos 

veinticinco, del CPP, por lo que cabe estimar el presente recurso en 

ese extremo. 

 

i. Casación N° 1797-2019; Piura 

En lo concerniente a la fundamentación del recurso, se advierte que 

el fiscal superior alegó la vulneración del derecho a la debida 

motivación de las resoluciones judiciales. En esencia, sostuvo que 

las pruebas de cargo no fueron valoradas, es decir, existió ausencia 

de motivación en la sentencia recurrida. Además, que las pruebas 

de descargo   fueron   valoradas   de   manera   errónea   sin   

considerar   la sindicación de la agraviada y las pruebas periféricas 

que la corroborarían. 

 

j. Casación N. °1245-2019; ICA 

“El fiscal superior, al interponer su recurso de casación, señaló que 

la decisión absolutoria de la Sala Superior no observó el debido 

proceso y fue expedida con motivación aparente porque no se 

realizó una adecuada valoración de los hechos y el conjunto de la 

prueba actuada en juicio oral, que acreditan la responsabilidad penal 

del procesado Martín Melchor Tueros Herrera —como se declaró en 

la sentencia de primera instancia—. Al respecto, ante dicho agravio, 

este Tribunal Supremo aprecia que en la sentencia de vista de fecha 

catorce de junio de dos mil diecinueve sí hubo un pronunciamiento 

valorativo de las pruebas que se actuaron en el debate oral, de modo 

que se garantizaron los derechos a la motivación de las resoluciones 

judiciales. Siendo así, el Colegiado Superior realizó de forma 

suficiente, clara y detallada un análisis conjunto de la controversia a 

dilucidarse sobre la base de las pruebas de cargo y descargo 

actuadas, y analizó uno a uno los supuestos indicios por los cuales 
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se le condenó en primera instancia, como se observa en el 

fundamento número octavo de la sentencia de vista”. 

4. DISCUSIÓN  

Problema principal o eje 

El proceso instaurado contra el imputado Ronald Fernando Dancourt 

Escobar, se desarrolló conforme a las garantías procesales y 

constitucionales, ya que esto es muy importe para la partes, tanto el 

Ministerio Publico como la parte investiga tuvieron los mismos derechos 

y oportunidades para presentar sus medios probatorios por lo que se 

preservo el equilibrio entre las partes, así de esta manera, la Casación N 

O 77 — 2012, Cusco, sostiene que, el debido proceso se presenta como 

una suerte de compilación de garantías individuales, de tipo formal o 

material, que buscan lograr y preservar un mínimo equilibrio entre el 

particular y la entidad estatal al entrar en un conflicto; que, dentro de estas 

garantías individuales se encuentra el derecho de defensa, por demás 

esencial entre los derechos de corte procesal". Por ende, se llevó a cabo 

con las formalidades correspondiente, aplicando los principios de 

legalidad, debido proceso y tutela efectiva para la aplicación del IUS 

PUNIENDI. 

Es por ello que es muy importe su cumplimiento de las garantías 

constitucionales y procesales dentro del proceso, el debido proceso es 

un derecho fundamental para ambas partes, y cuando no se cumple estas 

garantías se transgrede un derecho constitucional, de lo contrario no 

puede llevarse un proceso de manera coherente y correcto, por lo tanto 

el proceso se desarrolló conforme a las garantías constitucionales y 

procesales instaurado en contra del procesado Ronald Fernando 

Dancourt Escobar, por el delito contra el patrimonio en su modalidad de 

receptación agravada en contra de los agraviados CASTRO CRUZ 

DANIEL ADOLFO y MORE VIERA HERNAN ADALBERTO. 
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Problemas secundarios 

a.- ¿El procesado ejerció su derecho de defensa en el presente caso? 

El derecho a la defensa refiere a que la obligatoriedad de que toda 

persona a quien se le impute un hecho, sea tratado con base a las 

garantías constitucionales y procesales que se requieren para la 

determinación de una sanción en una armoniosa aplicación con el 

derecho penal; por cuanto en el presente caso es  que, el procesado 

RONALD FERNANDO DANCOURT ESCOBAR, sí ejerció 

debidamente su derecho a la defensa, por cuanto desde el momento 

de su intervención hasta el momento en que se le sentencia ejerció 

su derecho a defensa en cuanto le corresponde, recurriendo a la Corte 

Suprema por no estar de acuerdo con la sentencia condenatoria 

emitida por la Segunda Sala Penal para Procesados en Cárcel de la 

Corte Superior de Justicia de Lima Norte, de esta forma se garantiza 

un derecho constitucional, el cual radica en recurrir ante instancia 

jurisdiccional superior en búsqueda de tutela jurisdiccional. 

b.- ¿Se cumplieron los presupuestos exigidos para dictar el mandato de 

prisión preventiva?  

Se cumplió con lo dispuesto por el Artículo 79º del Código 

Procedimientos Penales respecto a que “El Juez al abrir instrucción 

dictará orden de detención o de comparecencia. 

Se dictará mandato de detención tan sólo en los siguientes delitos, 

siempre que sean intencionales y que se sustenten en suficientes 

elementos probatorios: (…) 5) Contra la Libertad Individual: Artículo 

223; (…). 

c.- ¿La sentencia de la Corte Superior cumplió con las formalidades de 

ley? 

La sentencia emitida por la Segunda Sala Penal para Procesados en 

Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte cumplió con las 
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atribuciones que la ley le confiere, tal es así que amparándose en el 

artículo 285 -A del Código de Procedimientos Penales realiza la 

modificación de la calificación penal, concluyendo que el procesado 

deberá ser sentenciado por el delito de Receptación Agravada y no 

como en principio lo imputó el Ministerio Publico. 

d.- ¿Con cuál sentencia se encuentran conforme? 

Personalmente concuerdo con la sentencia de última instancia emitida 

por el recurso de nulidad por la Corte Suprema de Justicia, porque 

cumplió con las formalidades de ley, resolvió según sus facultades, 

conservando el criterio de jurisprudencia, preservando la seguridad 

jurídica y evaluando si se ha cometido o no error en el momento del 

fallo, es así como Valderrama Macera, (2021) sostiene que, “Su 

finalidad es conservar la unidad del criterio jurisprudencial, preservar 

la seguridad jurídica y enmendar el criterio errado por el juzgador que 

podría ser replicado por otro en algún caso similar”. 

5. CONCLUSIONES  

Primero  

Se llegó a la conclusión que el proceso instaurado contra Ronald 

Fernando Dancourt Escobar, por el delito contra el patrimonio en su 

modalidad de Receptación Agravada en agravio de Hernán Adalberto 

More Viera, Daniel  Adolfo  Castro  Cruz,  Empresa   de  transportes 

Malovar y la Empresa de Importaciones OFF 

ROAD  DISTRIBUTION  S.R.L.se llevo a cabo conforme a las garantías 

constitucionales dispuestos en nuestro país, respecto a los principios del 

debido proceso de legalidad, siendo que las partes del proceso tuvieron 

los mismos derechos y oportunidades para presentar sus medios 

probatorios y sus alegaciones ante un juez competente para la correcta 

investigación del hecho delictivo. 
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Segundo  

Por otro lado, el presente proceso se llevó a cabo mediante un proceso 

ordinario, en el cual encontramos una observación respecto al exceso del 

plazo máximo de su detención, conforme al inciso 5 del artículo 274 del 

nuevo código procesal penal el cual establece que, una vez condenado el 

imputado, la prisión preventiva podrá prolongarse hasta la mitad de la 

pena impuesta, cuando esta hubiera sido recurrida. dicha detención fue 

realizada con de 27 de noviembre del 2013, y al haberse interpuesto seis 

años de pena privativa de libertad, de conformidad con el tiempo 

transcurrido y presentado el medio impugnatorio conforme a la norma 

procesal, se determinó procedente declarar su excarcelación del citado 

encausado  

 

Tercero 

Finalmente se puede concluir que el proceso se llevó a cabo dentro de las 

formalidades de ley, donde el Ministerio Público cumplió con sus 

funciones de defender los bienes jurídicos protegidos por nuestros 

ordenamientos jurídicos mediante las diligencias correspondientes. Por 

otra parte, los jueces dentro de sus funciones facultades y competencias 

resolvió los hechos suscitados del presente un proceso dentro de las 

garantías procesales. 
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VII. PLAN DE ACTIVIDADES Y CRONOGRAMA 

 
 
 

 ACTIVIDAD 

 2022 

 En
e 

 Fe
b 

 Ma
r 

 Ab
r 

 Ma
y 

1. Selección del Expediente Civil o 
Penal 

 X         

2. Revisión Bibliográfica  X         

3. Revisión y corrección del trabajo de 
Suficiencia Profesional 

   X       

4. Recopilación de la información      X  x   

5. Informe del Asesor        X   

6. Entrega del Trabajo de Suficiencia 
Profesional 

       X  X 

7. Correcciones          X 

8. Presentación y sustentación          X 
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IX. ANEXOS  

 

➢ Atestado Policial  

➢ Formalización de la denuncia 

➢ Auto Apertorio de Instrucción  

➢ Informes Finales del Fiscal Provincial y del Juez Penal 

➢ Acusación Sutancial del Fiscal Superior 

➢ Auto de Enjuiciamiento 

➢ Sentemcia de la Sala Penal Superior 

➢ Interposicion del Recurso de Nulidad 

➢ Sentencia de la Corte Superior 
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